
l.-RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

CLAVERO ARÉVALO, Manuel Francisco:
La inalienabilidad del dominio públi-
co. Sevilla, 1958. 134 págs.

La materia del dominio público se
ha visto enriquecida en los últimos años
por abundantes y sustanciosas investiga-
ciones en el derecho administrativo es-
pañol. Con caracteres generales me referí
ya a este fenómeno al recensionar la
obra de AI.VARV;Z GENDIN («Revista Ge-
neral de Legislación y Jurisprudencia»,
Madrid, 1956). Frente a tal realidad, sin
embargo, hay c|ue señalar que acaso el
hecho más significativo que tal floración
doctrinal ofrezca sea la perspectiva que,
desde distintos ángulos y en relación con
problemas igualmente distintos, se ha
asumido. Me refiero en concreto a la
técnica histórica cuya aplicación en el
derecho administrativo viene empleán-
dose de un tiempo a esta parte y pro-
duciendo, ciertamente, espléndidos resul-
tados. Ello, no obstante, creo sincera-
mente que no valorar/amos el fenómeno
al que nos referimos en su total y verda-
dera realidad si no advirtiéramos en él
un intento más profundo y, consecuen-
temente también, más determinante y sig-
nificativo : en el fondo del mismo, no hay-
sino una directa aspiración: lograr una
adecuada expresión de la misma realidad
juridico-administrativa, desmontando los
tópicos, los mitos jurídicos, tantas veces
generados entre nosotros por la acepta-
ción indiscriminada de unas categorías
dogmáticas, muchas veces importadas,
ajenas a la realidad jurídico-administra-
tiva española. En la sustitución de un
planteamiento dogmático orientado hacia

el derecho comparado en el espacio, por
aquel otro que se dirige hacia un derecho
comparado en el tiempo (1) dentro de
nuestro propio ordenamiento jurídico,
radican las máximas posibilidades en el
replanteamiento de nuestras propias ins-
tituciones administrativas. Y para ello es
la técnica histórica la que presta una in-
sustituible ayuda.

E'i esta línea que acabamos de señalar
hay que situar el libro de CLAVERO ARK-
VAI.O, valiosa aportación para el estudio
del dominio público, y en el que el au-
tor, con técnica irreprochable, alcanza
importantes consecuencias no sólo en re-
lación con el punto concreto estudiado,
sino también para la misma configura-
ción general del dominio público. El em-
pleo del método histórico, en modo al-
guno impide a CLAVERO ARÉVALO afron-
tar las más actuales cuestiones de la in-
alienahilidad del dominio público en cu-
yo análisis presenta además, junto a su
formulación dogmática, una acabada ex-
presión real, viva, de tal figura: por
ejemplo, pienso en concreto en la ex-
plicación del principio de inalienabilidad
de los bienes de la Corona en cuya de-
fensa tan «celosa» estuvo siempre la no-
bleza, «para bien de los Reinos», postura
que sólo se explica teniendo en cuenta
que tales ventas, al disminuir las rentas
de los bienes de la Corona, repercutían
directamente en un incremento de los
impuestos que 'a nobleza había de sopor-
lar. Por otra parte, la asunción por Ci.A-
VEKO ARÉVALO del método histórico-socio-
lógico le lleva a superar decididamente

(1) WIACKER: Privatrechtsoesichtc der
cvzcit, 1952. P.2D.
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cualquier posible construcción exclusiva-
mente positivista. Ejemplos espléndidos
en este sentido son las soluciones ofre-
cidas (págs. 55 y ss.) al problema de la
posible permuta o venta de bienes de
dominio público con compromiso pre-
vio de desafectar, el estudio de las trans-
misiones de tales bienes a las entidades
públicas cuando éstas impliquen cambio
de la afectación específica del bien (pá-
ginas 77 y ss.) o el mismo enfoque y
planteamiento de la nulidad de las ena-
jenaciones realizadas violando el prin-
cipio de inalienabilidad (págs. 113 y ss.),
nulidad un tanto atenuad» ya que para
el autor juegan en su determinación «las
circunstancias del caso», el estado pre-
sente y futuro ile la función pública des-
pués de la enajenación, los intereses de
los usuarios de los bienes o servicios
afectados y los mismos intereses del ad-
quirente de buena fe; este planteamiento
en cuanto supone una abierta superación
de la directriz positivista en el problema
de la nulidad sitúa a CLAVERO ARÉVALO
en la directriz sociológica que hace unos
año i CAFACCIOLI (2) marcó en este pun-
to. No cabe duda que a las conclusiones
alcanzadas en este libro no hubiera po-
dido llegar el autor de no haberse se-
parado suslanci.ílmente de un criterio
metodológico exclusivamente formal y
positivista.

En el derecho español nos encontramos
históricamente ion que el principio de
la inalienabilidad afecta tanto a los bie-
nes de la Corona—quizá echemos de
menos dadas las importantes consecuen-
cias que de aquí han de derivarse una
mayor y más detallada especificación de
tales bienes—como a los de dominio pú-
blico. Se insiste en realzar este segundo
aspecto hasta ahora un tanto omitido. En
el derecho actual, esta segunda valoración
se mantiene, podemos decir, inalterada,
y la antigua inalienabilidad del patri-
monio de la Corona se concreta en la
necesidad de una ley para enajenar los
bienes del Estado, tanto sean éstos pa-
trimoniales como de dominio público,
principio recogido en el artículo 6 de la
Ley de Administración y Contabilidad
del Estado. Creo es ésta una de las más

(2) Me refiero a CAPACCIOLI : 1.a <ics-
tlone d¡ affari m diritta amministralivo,
395G.

importantes conclusiones del trabajo de
CLAVERO ARÉVALO. NO debe pensarse sin.
embargo, por lo que a los bienes dema-
niales se refiere, que se trata de una
doble inalienabilidad: porque ésta y la
necesidad de )ey para su enajenación
que exige el artículo 6 son valoraciones
que responden a distintas finalidades. La
iualicnabilidad busca garantizar la inse-
parabilidad de los bienes a la función
pública a la que están afectos, precisa-
mente mediante el mantenimiento de la
titularidad dominical en la Administra-
ción; la prohibición a que el artículo
6 se refiere no responde sino a una cir-
cunstancia política: precisamente la mis-
ma que habíamos visto apuntarse en
relación con la inalienabilidad, de los bie-
nes de la Corona: las enajenaciones de
los bienes estatales pueden producir una
disminución de las rentas que ingresan
en el presupuesto y, consiguientemente,
un aumento de los impuestos. La com-
petencia del Parlamento en materia pre-
supuestaria—que en definitiva no respon-
de sino a la doble condición del poder
legislativo, de poder superior y contro-
lante de la Administración (3)—hace que
sea él el competente para autorizar tales
ventas.

En el segundo capítulo se analiza el
fundamento y la- naturaleza jurídica de
la inalienabilidad. Ella obliga al autor
a tomar posición sobre los problemas
determinantes y esenciales del dominio
público, encontrando en la tesis de la
afectación el mismo fundamento de la
inalienabilidad, criterio que sirve además
como principio rector para fijar la ex-
tensión de tal principio. En relación con
este punto, me interesa destacar el estu-
dio que CLAVERO ARÉVALO formula de las
distintas posibilidades que se ofrecen de
enajenación del dominio público, frente
u cada una de Jas cuales toma posición
el autor: enajenación a particulares, ena-
jenaciones a otras entidades públicas. En
relación con las primeras se recogen los
siguientes supuestos: a) Permuta de bie-
nes, siendo uno de dominio público con
entrega aplazada del mismo hasta que se
produzca su desafectación (¿será siempre

(3) S. MARrÍN-RETonniin: Presupues-
tes :onstilucio::alcs i. ? la pmAún atínn-
msVraW^i t?¡ ?! 'ttrccfio :::silii-o español,
tn la Revista, 28, 15 y ss.
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esencialmente necesario para admitir la
posibilidad de tal transmisión, el que el
bien privado que se permuta con el de-
manial, sirva, al menos de forma igual
a romo éste lo hacía, a la función públi-
ca? ; caso de que no se de esta equiva-
lencia, ¿será posible la permuta?) b)
Venta de un bien afecto a un servicio
público con eiurega aplazada del mismo
hasta su desalvctación. c) Aportación
de bienes demaniales por la Administra-
ción a empresas mixtas, d) Enajenación
de la nuda propiedad posibilidad, que se
niega en cuanto es incompatible con la
protección específica que la inalienabili-
dad establece para con el dominio públi-
co manteniendo la titularidad de los bie-
nes afectados. Por Jo que se refiere a las
transmisiones entre entidades públicas, se
distinguen los supuestos de que tales
transmisiones impliquen cambio de afec-
tación o no. En este punto considera
CLAVERO ARÉVALO corno excepción al prin-
cipio que establece la imposibilidad de
transmitir el dominio público a otrus
naciones el supuesto art. 17 del Estatuto
de Cataluña de 15 de septiembre de 1932:
no creo sin embargo que 6ea preciso con-
figurar tal supuesto como excepción, esto
es, que el ejemplo citado en modo alg'i-
no se opone a la tesis sustentada con
carácter general, sino que muy al con-
trario la avala, en cuanto estimo que >)O
hay una transmisión a otra nación, sino
que, manteniéndose la unidad soberana
de la misma, se trata exclusivamente <)<;
una transmisión algo que «se constituye
en región autónoma dentro del Estado»,
como señalaba el propio art. 1 del Esta-
tuto citado.

Tras analizar el aspecto dinámico de
la inalienabilidad—comienzo y extinción
de la misma—se aborda el problema que,
acaso en relación con las consecuencias
prácticas del' principio de la inalienabi-
lidad, se ofrece como más importante;
esto es, los efectos de su mismo incum-
plimiento. CLAVERO AHÉVALO se define por
la nulidad con las matizaciones que va
han quedado recogidas. Soluciones distin-
tas se ofrecen por último en aquellos ca-
sos de colisión del principio estudiado
con los de protección registral a la buena
fe, protección civil a poseedores de bue-

na fe en casos de enajenaciones de bienes
muebles demaniales y en el supuesto de
venta de bienes patrimoniales del Estado
sin ley, entre la prohibición que el ar-
tículo 6 establece y la protección regis-
tral también a la buena fe.

Con carácter ineludible creo que dos
valoraciones crítica» fundamentales pue-
den deducirse de la obra recensionada.
En primer lugar, la injustificada falta de
flexibilidad, la excesiva rigidez—que está
reclamando una reforma—, que ofrece el
art. 6 de la ley de Administración y
Contabilidad, ¿m discriminar en modo
alguno los distintos supuestos de enaje-
nación en razón de la cuantía; en segun-
do lugar, algo quizá todavía más impor-
tante se apunta en esta obra: la tenden-
cia del derecho administrativo español
a extender, creo que en exceso, el con-
cepto y el campo del dominio público,
va a hacer que para toda la realidad que
entonces éste representa no puedan ser
ya válidos con igual significado los mis-
mos principios caracterizados del domi-
nio público. Este no puede ser ya una ca-
tegoría homogénea. Tal fenómeno condu-
ce al autor a postular, dentro de los mis-
mos bienes demaniales, una clasificación,,
que a mi entender creo debe llegar in-
cluso a excluir ae la categoría de estos-
últimos muchos que como tales han sido
considerados sin que a fortiori hayan de
pasar al otro término de la clasificación,,
bienes patrimoniales, que parece que sea
el único a oponer. El hecho de que un.
bien tenga algunas de las características,
del dominio público no autoriza a in-
cluirlo dentro de éstos. Del simple enun-
ciado de la clasificación postulada por
CLAVERO ARÉVAI.O creo pueden deducirse
importantes, y convenientes, consecuen-
cias.

La excelente monografía del catedrá-
tico de la Universidad hispalense a nues-
tro juicio su obra más acabada, aparece,
en la colección de estudios jurídico-ad-
ministrativos del Instituto García Oviedo*
de la Facultad de Derecho de la Univer-
sidad de Sevilla, constituyendo ya el nú-
mero seis de fus publicaciones.

SEBASTIÁN M.-RETORTILLO
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CONSEIL D'ETAT: Etudes el Documents.
Fascículo 12. París, 1958. 270 págs.

Los Eludes el Documents que anual-
mente viene publicando el Consejo de
Estado francés desde 1947 constituyen
invariablemente una grata c importante
aportación a la bibliografía administra-
tiva, por lo biei pensado de su estruc-
tura como por el interés intrínseco de
su? colaboraciones.

Dividido cu MIS secciones habituales,
reúne en sus páginas una decena de ex-
celentes trabajos a más de la documen-
tación acostumbrada sobre las activida-
des eii el año rol respondiente a las dis-
tintas comisiones y grupos de trabajo de
la institución editora.

Como es costumbre en la doctrina fran-
cesa y aún más en esta publicación, los
trabajos de su primera parte están ba-
sados sobre problemas estudiados y re-
sueltos en el seno del Consejo de Estado.
Así ocurre esencialmente con el primer
artículo del Consejero RENAUDIN, que
analiza la situación de los funcionarios
públicos frente a la propiedad intelectual.
Sobre la base de un caso real, el de un
agente forestal creador de un cartel para
lu prevención del fuego de notable éxi-
to, el autor estudia los eventuales dere-
chos artísticos '. intelectuales que puede
tener el funcionario, y distingue tres
casos: según su invención o creación sea
consecuencia directa o inmediata de su
función, en cuyo caso la propiedad co-
rrespondería al Servicio Público; sea to-
talmente independiente, en cuyo caso el
funcionario tendrá los mismos derechos
que un particular, o bien, no siendo con-
secuencia ineludible de su función, está
vinculada estrechamente a la misma e
interviene juntamente con la inteligencia
de su. creador una colaboración más o
menos estrecha de la Administración, en
< uyo caso la colectividad puede reivindi-
car la propiedad total expropiando, por
decirlo así, a ¿u inventor la parte co-
rrespondiente-

Frente a la abundante bibliografía exis-
tente sobre el Dominio Público, el domi-
nio privado de la Administración es
sistemáticamente ignorado por la doctri-
na. El profesor AUBY, de la Facultad de
Burdeos, lo estudia en un amplio trabajo
que es la pieza fundamental en el fas-

cículo que comentamos. El hecho de que
la definición de dominio privado se dé
habitualmente en forma negativa de con-
traposición al público es ya sintomático.
Hay tres notas clásicas definitorias del
dominio privado: su función esencial-
mente patrimonial, su régimen de dere-
cho privado, su atribución a la jurisdic-
ción ordinaria. Como todo lo aceptado
sin un examen detenido, estas notas ofre-
cen ciertas dificultades que pone de
relieve el profesor AUBY : así respecto de
su función, hay que señalar que el domi-
nio privado puede servir también a fina-
lidades administrativas de utilidad gene-
ral: por ejemplo, la repoblación forestal
de montes del patrimonio privado; puede
incluso ser objeto de una afectación de
interés general, y su gestión está siem-
pre, o al menos muchas veces, regida por
consideraciones de interés general. Más
confusa aún es la distinción entre bienes
de dominio público y privado respecto
de su régimen jurídico: la adquisición
por procedimientos exorbilans no es in-
dispensable para los bienes que vayan a
ser de dominio público—que de hecho
pueden entrar en el patrimonio por pres-
cripción o compraventa civiles—; y el
régimen especial de enajenación de aque-
llos bienes se encuentra a veces en el
dominio privado de la Administración,
que pueden ser asimismo inalienables e
imprescriptibles; en todo caso, su enaje-
nación a titulo gratuito está prohibida.
Por si ello fuera poco, los entes públicos
pueden utilizar sus prerrogativas exorbi-
tantes para la adquisición de su patri-
monio privado.

I.as conclusiones de este tan intere-
sante estudio son: que la gestión del
patrimonio privado de la Administración
es un servicio público, que la distinción
tradicional entre dominio público y pri-
vado ha de someterse a revisión; que en
el dominio privado están en presencia
las cláusulas exorbitantes en proporción
no desdeñable, por lo cual la distinción
apuntada es ya puramente cuantitativa y
no cualitativa. £n definitiva, se vuelve a
la famosa «Escala de demanialidad» de
Duren.

1.a reforma del contencioso francés de
1953 ha motivado la proliferación de las
apelaciones en este procedimiento, antes
excepcionales al ser el Consejo de Esta
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do el único tribunal decisorio. Ello ha
planteado problemas procesales de im-
portancia, en especial en lo concerniente
a la revocación y al efecto devolutivo de
la apelación. El Consejero LETOURXEUR
estudia en un 'iiinucioso trabajo los dis-
tintos supuestos que pueden presentarse
y Ja solución propuesta en cada caso.
El último artículo de la primera parte
es un estudio de las repercusiones que
en el tratamiento procesal de la respon-
sabilidad civil de los funcionarios tienen
las últimas decisiones en la materia del
Consejo de Estado, y se debe al auditor
de este organismo, M. THKRY.

La sesuiida parte está encabezada por
una lista de las reformas que la juris-
prudencia contenciosa del Consejo reco-
mienda para este procedimiento. Conci-
samente-, enumeradas son éstas: que la
Administración ejecute pronto y bien la»
sentencias, que -e respete el principio de
la irretroactividad de los actos adminis-
trativos, que se redacten los estatuías de
los cuerpos especiales de funcionarios,
que la ley fiscal tenga salvaguardada su
irretroactividad y su integridad contra
los excesos de la Administración, y otras
menos importantes, pero que por estar
sacadas todas ellas de la realidad vivida
hacen de este trabajo algo envidiable que
desearíamos ver entre nosotros.

Después de los datos documentales re-
lativos al trabajo realizado por las dis-
tintas secciones del Consejo de Estado
en 1958, se abre la tercera parte de estos
Estudios con un examen de las vicisitu-
des sufridas por el Tribunal de Cassation
francés desde su creación en 1791 como
suslitulivo del sntiguo Consejo real des
parties hasta la Constitución del año III
(1795).

Siguen los trabajos sobre el derecho
polaco actual, Je extraordinario interés
ambos. El primo.ro estudia las relaciones
que en una estructura juridico-politica
socialista existen entre la administración
y el principio de legalidad, partiendo de
la existencia de este principio en la co-
munidad socialista, lo que se viene dis-
cutiendo. Detrás de esta introducción por
el profesor HAMON, el profesor JAROS-
ZYNSKY estudia ya en concreto las rela-
ciones entre administración y principio
de legalidad en Polonia. ¿En qué con-
siste este principio de legalidad ad usum

socialista? Para otros países, la Admi-
nistración actúa conforme a ese principio
cuando «alcanza los objetivos señalados
por la ley mediante los métodos y moda-
lidades permitidos por la ley y respe-
tando los intereses del individuo creados
y protegidos por la ley». Es visible la
diferencia de este concepto con el occi-
dental, y de aquí deriva una serie de
interesantes consecuencias bien analiza-
das por el profesor de Varsovia.

El fascículo termina con un estudio de
las reformas administrativas en marcha
en Cambodia. Dos de estas reformas son
particularmente interesantes: la creación
de un Consejo de Estado y la de una
Escuela de funcionarios. No menos su-
gestiva es la lista de problemas con' que
ha de enfrentarse la administración de
ese país: el personal, la corrupción, la
imprecisión de los textos legales, la de-
fectuosidad de la jurisdicción contencio-
sa, etc., todo ello estudiado no de segun-
da mano, sino con la profundidad que
de la experiencia y el contacto directo
con los problemas que tienen los respec-
tivos autores de los dos artículos, Letra-
dos del Consejo de Estado, HoLi.KAlixvy
BAKCUE.

En resumen, el nuevo número de Elu-
den vi Documents no sólo no desmerece
de sus antecesores, sino que prorroga la
línea asccnsional de los mismos.

M. P. O.

Dui;r.isso\\ Michel: La distinction en-
tre la legalité el l'opportunitc dans la
théorie du rec-otirs four exces de
pouvoir. Tome XIV. Bibliothequ? Je
üroit public. I'aris. Librairie Géné-

• rale de Droit et de Jurisprudente.
1958.

El titulo de esta monografía no expresa
tal vez su verdadero contenido. No se
trata de examinar sólo los términos de
legalidad y oportunidad en la teoría de
recurso por exceso de poder. Sino que
después de haberse estudiado las cues-
tiones de la legalidad y oportunidad,
analizando estos términos y determinan-
do su contenido (capítulo II), y las dis-
tintas tesis de lu doctrina francesa más
caracterizada a este respecto (capítulo I),
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se hace un estudio general de los actos
y normas administrativas. Así podemos
ver capítulos dedicados a la reglamen-
tación de los fines de la arción adminis-
trativa (capitulo IV), también se dedica
una parte a la regulación de las condi-
ciones de fondo de la promulgación de
los actos administrativos (capítulo V).
Respecto de las normas se alude y estu-
dia el problema de la forma de su deter-
minación (capítulo III), y la regulación
material de las normas administrativas
(capitulo VI). Finalizando el libro con
un estudio bastante completo sobre el ac-
to jurisdicional (capítulo VJÍ). Dedicán-
dose algunas secciones, parágrafos y
apartados a la clasificación de funciones
del Estado, a la función ejercida por el
órgano jurisdicional para llegar a una
determinación del acto jurisdicional ha-
ciendo una descripción formal y mate-
rial del mismo, a través de una crítica
«le las teorías propuestas, para llegar a
exponer un punto de vina y solución
propios. Termina la obra con una con-
clusión general (páginas 253 y 254) en la
que se trata de fijar definitivamente la
falsedad de los postulados clásicos, in-
ternando situar la función del juez e
incluso a éste en su verdadero papel
romo órgano no sólo encargado de exa-
minar la ley sino incluso de controlar su
correcta aplicación. Se. recuerda en esta
conclusión la expresión de COMTE «se
destruye aquello que no se remplaza»
y por lo tanto el autor ve la necesidad
de replantearse el problema de la com-
petencia jurisdicional en el recurso por
«xceso de poder, asegurando que sus
soluciones no amenazan evidentemente
un criterio democrático. \.a bibliografía
de obras, artículos, crónicas y notas que
aparece en las últimas páginas del libro,
es bastante precba y da al lector una idea
del material utilizado para elaborar este
trabajo, que en su día fue la tesis docto-
ral del autor y que hoy con ligeros re-
toques nos ofrece la biblioteca de De-
recho Público dirigida por MARCEI. WA-
UNE. El índice alfabético de «arreu» del
Consejo de Estado francés citados en la
obra es muy interesante, mostrándonos
el cuidado y la gran documentación alu-
dida por DUBISSON. Son varios cientos
de resoluciones del Consejo de Estado
francés las que ee tienen en cuenta.

Podemos calificar este libro de polé-
mico. Se enfrenta con gran parte de la
más caracterizada doctrina francesa, cri-
ticando la posición de administrativistas
consagrados a este respecto como DL1-
CUÍT, MlCHOUD, BoNNARD, RECLADE, JÉZE,
ALIBEKT, WAUXE, etc. Pero además es
una obra sugerente y he aquí su mayor
mérito. ¿No es la misión de un autén-
tico intelectual y estudioso el plantearse
y plantear a los demás problemas sobre
su materia? Pues bien, este libro está
lleno de interro gantes que son como el
mensaje que trata de comunicarnos.

En el recurso por exceso de poder, el
juez habrá de considerar no pura y sim-
plemente la cuestión de la legalidad ad-
ministrativa sino también su oportunidad
afirma DUBISSON. Cuestión ésta tan deba-
tida, que autores tan significativos como
M. WALINE han tartado de resolver sim-
plemente con una argumentación sutil e
inteligente que aparte de concebir una
oposición ingeniosa y seductora no deja
de ser reducible a la tesis legalista clásica
(DUBISSON califica a WALINE entre los
neolegalistas, página 23 y siguientes).

La oposición legalista afirma rotun-
damente que el Consejo de Estado fran-
cés, juez del exceso de poder, se limita
a examinar la legalidad de las decisiones
que ante él son recurridas, sin tener en
cuenta la apreciación de la oportunidad,
que queda reservada a la Administración
(página 14).

WALINE trata de eludir la cuestión de
dar entrada a la consideración de la
oportunidad, y la considera pero no en
cuanto a tal, sino que el juez controla,
en esencia, única y exclusivamente la
legalidad, la cual le puede obligar en
ciertos casos a considerar la oportunidad.
De esta manera cualquier estudio por
parte del juez de la oportunidad no
seria «per se» sino filiada a la legalidad
existiendo, en tanto en cuanto ésta, es
decir sin propia sustanli\¡dad.

Después de hacer una crítica de las
teorías legalista?, de la tesis moralista
y de la oposición que sitúa al Consejo
de Estado francés como el superior je-
rárquico de la Administración llega a la
consecuencia de que el examen, en el
recurro por exceso de poder, no lo es
simplemente de legalidad sino también
de oportunidad. El silogismo legalista
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•de que 1." el examen contencioso no es
más que un examen de legalidad, 2.° el
examen contencioso no es un examen

<le oportunidad, 3.° luego la legalidad y la
oportunidad son dos nociones antitéticas.
Silogismo que por otra parte puede ser
presentado de forma diferente haciendo
pasar la premisa menor al lugar de la
conclusión y a la inversa (página 35).
Pues bien, este silogismo no es coherente
por lo inexacto de la premisa mayor so-
bre la cual descansa. Es posible que la
oportunidad y la legalidad sean dos no-
ciones opuestas y que el examen conten-
cioso no sea un examen de oportunidad,
pero estas afirmaciones no pueden fun-
darse sobre la proposición inexacta según
la cual lo contencioso seria sólo un exa-
men de legalidad.

El método utilizado durante toda la
obra por el autor es el empírico. Se basa
en la realidad. Son las resoluciones del
Consejo de Estado francés las que se
utilizan. Quizás sea esta la mejor manera
de obtener en derecho una visión certera,
pues derecho es lo que se v i v e y se
actúa, más allá de las rlisgresiones sin
aplicación jurídica. Los hechos están por
encima de l<js conceptos y principios
apriorísticamente concebidos. Muchas ve-
ces los principios utilizados a priori, sin
averiguar la fuente de donde provienen
o han sido sacados en consecuencia, son
grandes mentiras. DLRISSON parte de la
realidad y va a ella a través de una pon-
derada consideración y valorización ju-
rídica de los hechos. Material que está
ahí, opinable, discutible si se quiere,
pero problemático y su gerente que no
podemos paliar con simples frases o
teoría» más o menos bien construidas,
pero no adecuadas a la realidad.

Se puede observar a través de la lee
tura de este libro, de otra parte mag-
níficamente escrito, una complejidad o
dureza en el razonamiento, que no es os-
curidad o falta de claridad en la expre-
sión de los conceptos. No es lo mismo
un pensamiento difícil o duro, es decir
la dificultad radica en la comprensión
aunque la expresión sea meridiana <'ii
cuanto a la claridad. Sin embargo hay
pensamientos sencillos que se expresan
de forma engorrosa y su dificultad radica
en la forma de expresión y no en el ra.
•zonamiento en sí. Aquí, a nuestra opi-

nión, ocurre que el problema del exceso
de poder no es tan sencillo como se ha
querido plantear. Para nosotros pertene-
ce a la categoría de los conceptos claro-i
pero duros de comprender dada su pro-
pia esencia. Y esto es lo que se pone de
manifiesto en la monografía que estamos
viendo. Evidentemente un problema com-
plejo, como es el que nos ocupa, no
tiene adecuación en soluciones fáciles,
y éstas, la mayor parte de las veces, son
espejismos que parecen solucionar la
cuestión pero no hacen más que eludirlas.
En definitiva un argumento simplista no
resuelve una solución compleja, lo cual
no quiere decir que aboguemos por las
soluciones complicadas sino que se haga
un. adecuación entre problema a solu-
cionar y medios utilizados

Por ejemplo, respecto de lo que deci-
mos anteriormente, la tesis de LACIIA-
n RIERE para resolver el problema de si
el juez administrativo entiende de la
oportunidad o simplemente de la legali-
dad es un argu'ii^nto un lanto desfasado
ya que sus afirmaciones demasiado impre-
cisas no dan una explicación. DIBISSON
(en las páginas 41 y siguientes), exa-
mina la posición de M. de LACHARRIÉRE
mantenida ya en 1938 en una tesis pre-
sentada en París. Su postura es la si-
guiente: creer en la posibilidad de un
control jerárquico de la Administración
en la forma jurisdicional. Para este autor
el Consejo de Estado examina más que la
legalidad, puesto que posee en el fondo
un poder de superior jerárquico. Este
poder lo ejerce tomando decisiones bajo
la forma jurisdicional. Pero I-ACHARRIÉ-
RF. no responde al problema propuesto
sino que habla de un conírol jerárquico
que a veces el Consejo de Estado utiliza
para la consecución de un buen fin de
la Administración. Por ello el autor
admite sin duda que el Consejo de Es-
tado francés pueda apreciar la oportu-
nidad de las medidas sometidas a su
consideración, pero deja en la oscuridad
toda la cuestión esencial' referente a la
naturaleza del examen contencioso, y
dentro de este examen qué papel le co-
rresponde a las nociones de legalidad
y de oportunidad. Cuestiones que no
están precisadas aunque sí evitadas por
fórmulas elegantes e ingeniosas, cv\c ríos
propone este • tratadista pero que no re-
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suelve en absoluto el mecanismo y la
naturaleza del examen contencioso por
exceso de poder.

Hemos de hacer alusión finalmente a
una cuestión interesantísima que se plan-1

tea el autor y que analiza en el capítulo
VIL Es decir, el acto jurisdicional (pá-
ginas 217 a 246). Estudia DUVISSON no só-
lo la función realizada por el órgano ju-
risdicional sino el propio acto jurisdicio-
nal, delimitando su concepto, naturaleza,
teorías y en definitiva proponiendo una
solución de lo que sea y signifique, con
sus correspondientes requisitos o el acto
jurisdicional.

Nos interesa señalar el estudio que
en el primero de la sección primera
del capítulo VII (página 218), se propo-
ne sobre la teo.ía de la clasificación de
las funciones del Estado. Después de
analizar la clasificación tripartita clási-
ca haciendo su crítica correspondiente,
nos expone la teoría de Carré de Mal-
berg para llegar a darnos una clasifica-
ción bipartita, fundada esencialmente
y deducida de la teoría kelsesiana.

En definitiva, creemos que «la distin-
ción entre la legalidad y la oportunidad
en la teoría del recurso por exceso de
poder» es un intento perfectamente lo-
grado de darnos una visión de cuál es la
realidad de este recurso en el país ve-
cino y dé los motivos por los cuales pue-
de interponerse. Añadiéndose, como de-
ciamos al principio, estudios sobre de-
terminados aspectos administrativos de
tipo general, concretamente sobre actos,
normas, criterio jurisdicional, etc., que
demuestran haberse planteado el autor
desde el principio la cuestión propuesta,
sin dar por valida a priorísticamente,
unas solución, que podía ser verdadera o
falsa ¡ y que él trata de justificar. Ade-
más, el intento de darnos una tecnifica-
ción terminológica, completamente exac-
u, sin ambigüedades ni por otra parte
sutilezas estériles es digna de todo elogio
por nuestra parle, reivindicando para el
Derecho Administrativo una termilogogía
y construcción que en determinadas cues-
tiones adolece de falta nuestra disci-
plina.

CARLOS CARRASCO CANALS

MUGICA BIU.NET. J. I. : Aspectos jurí-
dicos en la actual vida municipal es-

pañola. Ed. Icharopena. Zarauz,
1958. 135 págs.

En este interesante libro, el autor
aborda el estudio de uno de los aspec-
tos más interesantes dentro de la vida
de la Administración: el de la vida lo-
cal. En torno ;il problema de la centra-
lización y sus consecuencias para el fun-
cionamiento >le las Corporaciones loca-
les, aquí concretamente del Municipio,
es el cauce por el que discurre este do-
cumentado estudio con un fuerte matiz
(le tipo práctico.

Es evidente que la existencia de un
poderoso principio de centralización en
nuestro ordenamiento administrativo y
la aparición de organismos de tipo inter-
medio entre la esfera central y la local,
debido fundamentalmente a esa continua
ley de crecimiento de las funciones ad-
ministrativas en todos los órdenes, oca-
siona a veces un entrecruzamicnto de
facultades y competencias, que suponen
a la larga una debilitación de las corres-
pondientes al ente administrativo prima-
rio: el Municipio.

A defender ova autonomía y a marcar
los justos y exactos límites de la auto-
nomía y competencia municipales, es a
la finalidad que se dedica esta obra. Con
una gran claridad expositiva y un per-
fecto conocimiento del tenia y su varia-
da problemática, se tratan en ésta aspec-
tos de la vida local tan interesantes como
la actividad reglamentadora de los Ayun-
tamientos : la función edilicia en el pro-
blema, hoy acuciante y de innegable in-
terés, de la vivienda en general, así como
también los problemas que suscita la
aplicación de las recientes leyes de Ex-
propiación Forzosa y Régimen de Suelo.

Merecen también señalarse los capítu-
los de la obra dedicados al Municipio
en relación con la Administración Ge-
neral del Estado, el de la defensa por
los Ayuntamientos del ámbito de su
competencia al amparo de la vigente Ley
de Kégimen Lo,:al y, por fin, el análisis
de la nueva Ley reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-administrativa en los
aspectos que han de interesar a la pro-
pia actuación municipal.

Dotada de'una abundante jurispruden-
cia puesta al día y de citas constantes y
certeras de los diversos textos legislati-
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vos, esta obra ha de representar una
ayuda eficaz para la divulgación de es-
tos problemas en las esferas municipa-
les y de la vida local en general. Su
precisión y su carácter eminentemente
práctico ya señalado han de ser recono-
cidos por el buen servicio que han de
prestar para un mejor esclarecimiento
de las numerosas disposiciones que afec-
tan al Municipio en el desempeña de su
misión jurídica y social.

A. de JUAN

REINFRIED. Dr. Huber: Die Grund-
lagen der Bundeswehrverwaltung.
Schriften für die Bundeswehrver-
waltung, herausgegeben von Rcgic-
rungsdirektor Dr. Herbert Vogt,
Band 1. R. v. Dcckeris Verlag,
G. Schenck. Hamburg, Berlín. Bonn.
i-958. 142 págs.

Es en verdad impresionante en la bi-
bliografía alemana de Derecho adminis-
trativo la serie de colecciones de mono-
grafías que existen sobre otras tantas ma-
terias especiales. Es cierto que la casi
generalidad de estas series están conce-
bidas para servir a la práctica de las res-
pectivas materias y que, por tanto, suelen
adolecer de un casuismo de plantea-
miento que sólo excepcionalmcnte llega
a alcanzar un interés teórico general.
Pero no es menos cierto que en casi to-
das ellas luce un rigor constructivo y un
dominio de las técnicas generales que
no puede menos de sorprender al extra-
ño, al acreditar un nivel científico gene-
ralizado no acantonado en la minoría
docente, como no es infrecuente que
ocurra en otros países, sino extendido al
campo de los «.prácticos», ocasionando
una fecunda interpenetración de pers-
pectivas de la que, sin duda, salen todos
beneficiados: los «Rcchtslehrten», que
ven prolongadas sus hipótesis teóricas
hasta las más mínimas aplicaciones, y,
por tanto, contrastadas sus doctrinas en
toda la amplia extensión del derecho po-
sitivo, y, por supuesto, los propios «prác-
ticos», que son conscientes de algo que
no por obvio resulta menos importante,
es a saber que «la teoría» es precisa-
mente «teoría de la práctica», el mejor
medio, si no el único, de acceso a la

realidad positiva. Es un hecho, en todo
caso, que este tipo de obras, debidas en
proporción muy importante a funciona-
rios, marca hoy todo un aspecto esencial
de la Ciencia jurídica alemana, como
subrayaba Cari SCHMITT en su bello estu-
dio Die Lage der europáischen Rechts-
uissenschaft, 1949, pág. 20.

El libro que ahora comentamos abre
la nueva colección dedicada al estudio
analítico de la Administración del nuevo
ejército alemán, el «Bundeswehr» o ejér-
cito federal. La colección se anuncia ya
con diecinueve títulos, de los cuales ha
aparecido ya en este momento, además
del que ahora comentamos, que es el ini-
cial de la serie, el número 9. Aunque no
oficial, sí parece que puede afirmarse
un evidente carácter oficioso en esta
empresa, que deducimos del hecho de
que el editor, Dr. VOCT, sea «Leiter» de
la Escuela de Administración Militar y
de la circunstancia de que absolutamente*
todos los autores previstos para cada una
de las monografías tengan títulos funcio-
nariales civiles. En las palabras con las
que se abre la colección se transcriben
unos plácemes del Ministerio federal de
Defensa, entre cuya política de «Entziiu-
berung» y democratización del viejo ejér-
cito prusiano no es difícil imaginar la
iniciativa de esta colección, llamada a
integrar en las técnicas administrativas
comunes y a dar publicidad a un sector
de la actuación estatal hasta ahora sin-
gular y un sí es no es misterioso y
exento.

Debe, sin embargo, subrayarse que por
«Administración» militar no se entiende
la totalidad del funcionamiento del Ejér-
cito. El libro que comentamos establece
al efecto una serie de precisiones que
conviene destacar. La primera y esencial
es ésta: no todo el Ejecutivo es Admi-
nistración, sino que dentro de aquél se
comprenden por lo menos dos actuacio-
nes no administrativas «stricto sensu», es
a saber los Asuntos Exteriores y el poder
de mando militar («militárischen Kom-
mandogewalt»), el Ejército formalmente
tal. Este, sin embargo, tiene ciertos as-
pectos que tocan a la Administración, y
es a éstos únicamente a los que se reser-
va el nombre de «Administración mili-
tar», que es el objeto del libro; com-
prende ésta en sentido funcional lo que
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el artículo 87, b, párrafo 1." de la Ley
fundamental de Bonn (precepto al que
el autor llama la «Magna Carta» de la
Administración militar) enumera: aspec-
tos relativos al personal y a las necesi-
dades materiales de las fuerzas del
«Bundeswehr». La teorificación de este
sector administrativo como un sector
sustantivo y no puramente orgánico es,
sin duda, lo más interesante del libro.

En la organización militar inmediata-
mente anterior a la República federal
alemana tanto en la «Wehrmacht» hitle-
riana, como en el «Reichswehr» del
II Reich, cada uno de los grandes sec-
tores armados, Ejército de tierra y Ma-
rina, más tarde también el Ejército del
Aire, cumplían sus necesidades adminis-
trativas—en el sentido dicho—con sus
propios servicios, que además de inde-
pendientes entre sí se configuraban sobre
el sistema orgánico militar. Es, más o
menos, el sistema actual de nuestros
Ejércitos. Frente a esta tradición inme-
diata la Ley Fundamental en su refor-
ma de 19 de marzo de 1956, que intro-
dujo el citado artículo 87 b, preceptúa
que estos servicios serán civiles y que,
además, se unificarán para l o s tres
Ejércitos. Esto no significa—dice el au-
tor—un «control civil» sobre el Ejército;
el llamado «control civil» debe enten-
derse como «primado de la dirección po-
lítica» frente a la propia de las fuerzas
armadas, pero sería absurdo intentar pro-
longarlo a los aspectos administrativos.
El autor subraya que la Administración
militar es una parte de la «Bundcswehr»,
cuyos fines son asegurar la eficacia de
éste; no es, pues, un sistema orgánico
de control, sino más bien lo opuesto, un
«Hilfsorgan» u órgano auxiliar. Tampoco
su independízación y su carácter civil es
debido a desconfianza frente al mando
militar. Es debido, por el contrario, a
razones técnicas, entre las cuales el autor
enumera varias (división del trabajo, des-
carga a los jefes militares de las tareas
administrativas para que puedan eficaz-
mente concentrarse en sus funciones pro-
pias, exigencia de continuidad orgánica
de las funciones administrativas, etc.),
pero con especial penetración la siguien-
te: el sector militar está regido por una
estricta jerarquía según el principio del
mando y la obediencia, en tanto que la

Administración, si bien también jerárqui-
camente estructurada, no se rige por la
mecánica de la orden concreta, sino por
la de las normas generales; en su confi-
guración absolutista predominaba tam-
bién en ella el sistema de la orden con-
creta, pero hay un paso de la orden a la
norma legal que señala toda la época
posterior y en Ja cual estamos, y que se
expresa en todo su carácter en la actual
configuración de la burocracia civil. Aho-
ra bien, parece fuera de duda que es la
legalidad lo que debe regir los aspectos
englobados en la Administración militar.

Tras exponer el esquema orgánico de
la Administración militar pasa el autor
al estudio de las funciones de la misma,
a través de un esquema teórico que re-
sume en forma especialmente feliz los
principios jurídicos de la competencia.
Hay luego un estudio de la actuación
jurídica de la Administración militar y
de la protección jurídico-administrativa,
distinguiendo actuación interna, y a su
vez con y sin efectos jurídicos, actos ad-
ministrativos formalmente tales (y aquí
actos de intervención contra terceros
—prestaciones forzosas, deber de servicio
militar—y actos en relación con el per-
sonal administrativo y militar) y final-
mente negocios jurídicos de derecho ci-
vil que comprenden fundamentalmente
en el sistema alemán, como es sabido,
virtualmente la totalidad de la contrata-
ción. El libro se cierra con una exposi-
ción de los temas de la Administración
de las tropas, con atención especial a los
aspectos económicos. Los problemas con-
cretos que tras éstos se ofrecen a la
Administración quedan reservados al res-
to de la colección que con tanta digni-
dad ha abierto este libro.

E. GARCIA DF, ENTERRIA.

TIA.NO, André : l.es traitements des
fonctionnaires el leur détermination.
Editíons M. Th. Génin. París, 1958.
552 págs.

«En un terreno tan poco explorado
como el de la remuneración de los fun-
cionarios—se lamenta el autor—el inves-
tigador se parece un poco al hombre de
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na sociedad primitiva de las que se
ncuentran aún en la fase de la simple
ecogida de los frutos y no se benefician
el cultivo y de la siega.» Esta obserra-
ión nos demuestra la complejidad del
roblema, ya que la literatura francesa
io sólo se viene ocupando de estas cues-
iones en los tratados generales sobre la
unción Pública (Gabriel ARDANT, Alain
'LANTEY, Roger GRECOIRE...), sino que
esde 1933 cuenta con una obra especia-
izada ya clásica (Franc,ois PERROUX: Les
raitements des jonctionnaire.s en Fran-
e), y con un repertorio considerable de
rtículos de gran valor en las revistas ju-
ídicas, técnicas, profesionales y sindi-
ales. A mayor abundamiento—y esto es
o más interesante—se dispone en aquel
aÍ3 de una serie de datos estadísticos
[ue, si no completos ni mucho menos, se
erfeccionan para la actualidad cada vez
las, y que con alguna coherencia se re-
íontan a varios lustros.

En este panorama la obra de A. TIAXO
epresenta una aportación fundamental,
anto por el acierto de su doctrina, des-
rrolluda minuciosamente en un sistema
úgico impecable, como por el cúmulo
le datos que con ejemplar cserupulosi-
lad se detalla en tablas, esquemas y grá-
icos a lo largo del texto y en sus volu-
ninosos anejos. Conviene señalar, a este
especio, que el trabajo ha sido realizado
iajo los auspicios del Centro de Estudios
iconómicos.

La primera parte está dedicada al es-
udio de la «remuneración de los fun-
ionarios y su evolución desde 1930»,
lescribiéndosc y analizándose con todo
letalle el sueldo base, en función de la
ituación jerárquica del agente en las
sealas indiciarías, así como los demás
ngresos que vienen a añadírsele: las in-
lemnizaeioncs por residencia y las de
arácter familiar y, sobre ellas, las in-
Icmnizaciones llamadas propias y demás
complementos del sueldo» (en la prác-
ica administrativa española se denomi-
lan con alguna frecuencia «percepcio-
íes»), de naturaleza variable y cuantía
irdinariamcnte tan elevada que llegan a
esnaturalizar las escalas jerárquicas, pro-
luciendo, por otra parte, una desigual-
lad arbitraria en las remuneraciones de
[uienes realizan funciones similares en
servicios idénticos.

Los últimos capítulos de esta parte (el
cuarto y el quinto) hacen una detenida
comparación entre las remuneraciones
de la Función Pública y las del campo
semipúblico y privado, así como entre
las respectivas tendencias de sus evolu-
ciones desde 1930. Todo ello con un
criterio técnico-económico que rebasa el
ordinario nivel jurídico formal de esta
clase de estudios, y que tanto interés
presta a la obra de A. TMNO.

La segunda parte del libro se dedica
a la «determinación de la remuneración
de los funcionarios» y en ella, tras una
somera historia de los sindicatos de fun-
cionarios, su influencia y organización
(que constituye quizá uno de los inevi-
tables pequeños baches en una obra de
esta envergadura), se estudia la organi-
zación y funcionamiento de los organis-
mos paritarios: las comisiones adminis-
trativas paritarias, los comités técnicos
paritarios y el Consejo Superior de la
Función pública, cuyos éxitos y fracasos
se analizan con la ponderación y since-
ridad (virtud ésta nada frecuente en este
tipo de trabajos) que caracterizan toda
la obra.

En sendos capítulos (el octavo y no-
veno) se estudian los intereses y objeti-
vos contrapuestos de los sindicatos de
funcionarios y de la Administración, con-
siderada ésta tanto como «patrono» como
detentadora del poder público.

En el capítulo décimo se estudian los
medios de la acción sindical de los fun-
cionarios sobre su remuneración: huel-
ga, acción parlamentaria y acción de pro-
paganda. Sometiéndose a revisión, final-
mente, los resultados de esta actividad
sindical, que para A. TIANO es el canal
imprescindible de toda reivindicación del
funcionariado.

El libro—no obstante, las lamentacio-
nes del autor que hemos citado inicial-
mente^—produce en el lector español es-
tudioso de la Función Pública un grave
desconsuelo, al comparar la escasa ma-
durez de nuestros estudios con respecto
a los de la nación vecina, ya que en la
actualidad se carece en España de los
más imprescindibles datos que permitan
la redacción de un trabajo de la natura-
leza del que comentamos.

ALEJANDRO NIETO
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\VALIÑE, Miirc'.'l '• Droit Administratij.
Traites Sirey. Mise á jour de la Cons-
titution tle 1&58. 8éme éüition. Edi-
tions Sirej'. Parí?, 1959.

La nueva edición de este conocido tra-
tado de Derecho Administrativo ha in-
troducido notables mejoras respecto de
las anteriores versiones.

En primer lu^ar podemos observar un
aumento en cuanto a la extensión. Son
novecientas treinta y dos páginas las ac-
tuales, es decir un tercio más que en
ediciones anteriores. Incluso merece seña-
larse el haber sido puesto al día con
arreglo a la nueva Constitución francesa
de 1958. (Págs. 1 a 8.)

Tratamos de dar una visión compara-
tiva de lo que iepresenta esta octuva edi-
ción frente a las anteriores.

Es manifiesta la importancia desde el
.punto de vista doctrinal y práctico de la
obra de W aliñe ha sido lo suficientemen-
te evidenciada desde la aparición de la
primera versión de su libro. No trata-
mos pues de descubrir la trascendencia
de la construcción doctrinal de este in-
signe profesor de la Universidad de De-
recho de París, en su obra dedicada a
los alumnos y profesionales del Derecho
Administrativo.

Las primeras cien páginas se dedican
a hacer una Introducción General, que
en condensada literatura nos da, no sólo
una justificación y razón de ser del De-
recho Administrativo como ciencia au-
tónoma sino también la explicación his-
tórica de la existencia del mismo, así
como el campo de aplicación en que se
desarrolla este Derecho, para finalizar es-
tas primeras páginas tan interesantes con
un capítulo, el cuarto, dedicado a ca-
racterizar el Derecho Administrativo, de-
terminando tanto su extensión e influen-
cia recibidas como la evolución de su
contonido.

La distribución actual del texto con-
tiene seis partes divididas a su vez en
libros capítulos, secciones y párrafos que
tratan: 1.', Fuentes. 2.", Sujetos. 3.*, Ac-
tos. 4.a, Policía y Servicie Público. 5.a,
Responsabilidad. 6.a, Medios de acción
de las personas de Derecho Público.

Fin anteriores ediciones el tratado ele-
mental de Derecho Administrativo, ac-
tualmente se publica en los «Traites Si-

rey» sin aludir ya a sü carácter- elemer
tal, se dividía en dos partes dedicad
la primera a la Teoría General del D(
recho Administrativo (fuentes, sujetos
objeto), la segunda a los medios de a<
ción de la Administración (actos adini
niítrativos, bienes, intereses pecuniario
de la Administración y obligaciones).

Son muy sugerentes los ejemplos, d
¡irán actualidad e interés, aludiendo
interesantes «arréts» del Consejo de Es
tado francés. Estas alusiones prácticas ei
relación con la legislación positiva au
menta la claridad de los conceptos ex
presados que figuran con letra de supe
riores caracteres que las anteriores.

Las notas al pie de página son bastan
le documentada y de gran actualidad.

La bibliografía, citada al principio di
cadd capítulo y relativa a la materia qui
se ha de tratar en el mismo, es un alardi
exhaustivo en relación con los estudio
hechos sobre las materias concretas d<
que trata, principalmente por tratadista
franceses, si bien sería posible objeta,
el poco eco que se hace del estado de 1¡
doctrina en Italia y Alemania, citándosi
en proporción mínima autores de esta:
nacionalidades, respecto de los franceses
que naturalmente deberían figurar y figu
rail en primer término.

Ks de lamentar no exista una versiót
española del tratado que comentamos
tal vez el más interesante de los actúale!
sobre Derecho Administrativo.

Filialmente, bemos de reseñar una no
table mejora en comparación de anterio
res ediciones. La tercera parte relativa
a los actos administrativos que en su títu
lo primero, al ocuparse de los actos ad
rninistralivos unilaterales, hace un cstu
dio sobre las condiciones de validez d(
esta clase de actos y las vías posible;
contra el acto ¡'dministrativo ilegal, es
tudiando el recurso por exceso de podei
de forma precisa y acertada. Igualmente
y con una estructura distinta y muy supe-
rior a la utilizada en anteriores versiones,
la quinta parte que se dedica a la res-
ponsabilidad, reúne en distintos capítulos
todo lo que se puede decir respecto de
este concepto en el Derecho Adminis-
trativo: Responsabilidad de los agentes
públicos, de las colectividades públicas,
responsabilidad condicionada por una fal-
ta y sin falta, para finalizar en dos ca-
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itulos (el 7.° y el 8."), dedicarlos a las
>nsecuencias de la admisión del prin-
pió de la responsabilidad y a la res-
misabilidad del Estado a causa de su
;tuación jurisdicional.
En resumen, creemos que con esta nue-

a versión de lo que sea el Derecho Ad-
linistrativo y -.u tratamiento científico,
; hi dado un paso más, en la ya avan-
ída carrera de e s t e ilustre jurista
anees.

CAHLOS CARRASCO CANALS

IEMANECK, Karl : Das Vertragsrechl
der ]nlernaüonaHen Organisationen.
Viena. Eds. Springer. 1957. 159 págs.

El título peca ciertamente por defecto,
esulta en demasía modesto y restriñ-
ido. Para el que se confíe a la sim-
le lectura del mismo, todo parece in-
icar que el tema abarcado no es otro
ue el muy concreto de saber cuál es
i posición de las Organizaciones In-
ernacionales frente al Derecho de los
'ratados. Si asi fuera, sus capítulos
undamentales no podrían ser otros
|ue los siguientes: I. Personalidad in-
ernacional de las Organizaciones In-
ernacionales. II. Poder de concluir o
oncertar tratados (treary-making power).
II. Reglamentación de los tratados
ntcrnacionales concertados con la par-
icipación de las Organizaciones In-
ernacionales. En suma, un simple ca-
ntillo de la «Ley de los Tratados», tal
orno puede figurar en los vdivcrsos
crapports» que se han presentado sobre
a materia en la Comisión de Derecho
nternacional de la ONU. La perspecti-
'a es sumamente más amplia y prome-
edora, y ello se advierte en el instante
nismo en que se repasa el índice de
naturias y se compulsa la información
bibliográfica que acompaña y epiloga el
ibro. De hecho nos encontramos ante
ina auténtica Teoría General de las Or-
ganizaciones Internacionales, que se di-
ferencia de las últimas consagradas a
as Organizaciones Internacionales (las
:nuy meritorias de Madame Bastid, de
Ch. Chaumont, etc.) por su mayor conci-
-ion jurídica, y esto que el método ju-

rídico se había impuesto en estos estu-
dios precisamente por la acción de la
doctrina de la postguerra, especialmen-
te los trabajos franceses de Madame
Bastid, de Reuter, Heraud, etc., y los
alemanes de Moslcr, Jaenicke, Ballrich,
Schlochauer, etc.

¡Nada mejor que centrar y orientar
nuestro comentario tomando como mo-
delo el mismo índice de materias del
libro: de este modo el lector obtendrá
una impresión casi directa e inmediata
del tema tratado.

Consta el libro de una pequeña in-
troducción y dos partes. En la introduc-
ción se centra históricamente el proble-
ma: concepto aproximado de lo que
sea una Organización Internacional:
vertiginoso aumento del número de las
mismas; impacto enorme que tal fenó-
mero ocasiona en el Derecho interna-
cional, cuya problemática, en parte, se
ve transformada como consecuencia de
este hecho; y afirmación rotunda y
consciente de ;jue se trata de una ma-
teria en plena mudanza y sobre la cual
es prematuro y poco aconsejable pro-
ceder a dictámenes solemnes y conclu-
yenles.

La primera parte abarca tres cuestio-
nes que son esenciales, no sólo para el
buen conocimiento del «régimen jurí-
dico de las Organizaciones internacio-
nales», sino para la «Enciclopedia de
las ciencias jurídicas internacionales»
(que nuevamente, así por lo menos yo
lo pienso, hay que volver a estas visio-
nes globales y conjuntadas sobre las
que tanto diera que hablar la obra
científica de Holtzendorff). Estas cues-
tiones son: 1) Concepto de Organiza-
ción internacional; 2) Personalidad ju-
rídica de las organizaciones internacio-
nales; '3) Estructura orgánica de las Or-
ganizaciones internacionales.

El concepto jurídico de Organización
Internacional sólo por aproximación y
un tanto descriptivamente puede cap-
tarse. Es punto sumamente difícil y es-
curridizo, como se demostró en la dis-
cusión que sobre el particular se enta-
bló entre los miembros de la Comisión
de Derecho internacional de la OIVU
• opiniones divergentes de Alfaro, Brier-
ly, Hudson...). Mas hay unos cuantos
rasgos que pueden servirnos de orien-
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tarión y a los cuales se remite Zema-
nek. Estos podrían ser: naturaleza con-
vencional del reto fundamental, carác-
ter estatal o gubernamental de los
miembros, amplitud de fines a perse-
guir y de naturaleza fundamentalmente
no política, predominio de los intere-
ses colectivos aparato institucional ade-
cuado...

La personalidad jurídica de las Or-
ganizaciones Internacionales es un ele-
mento esencial dentro del estudio de su
régimen jurídico. Sin poder llegar a la
conclusión de estimar tal personalidad
romo elemento consustancial, constitu-
tivo de la Organización Internacional,
no es menos cierto que la posesión de
tal personalidad jurídica representa un
perfeccionamiento y la culminación en
el proceso de crecimiento de la Orga-
nización.

I.a personalidad jurídica de una Or-
ganización Internacional se orienta en
dos direcciones que es pecesario preci-
sar y distinguir: personalidad interna-
cional (la Organización Internacional
en posesión de un protagonismo dentro
del Orden Internacional) y personalidad
de Derecho interno (bien obrando co-
mo una persona de Derecho público, o
simplemente actuando en el tráfico pri-
vado).

La estructura orgánica de estas Orga-
nizaciones Internacionales tiene como
antecedente inmediato la de las prime-
ras Uniones Administrativas. Consta,
como aquéllas, de tres órganos perfec-
tamente diferenciados, al menos en teo-
ría, y éstos son: órgano representativo
(Asamblea, Conferencia, etc.), órgano
de ejecución (Consejo) y órgano buro-
crático o estrictamente administrativo
(Dirección, C o m i s a r i o , Secretariado,
Oficina, etc.). Cada uno de estos órga-
nos hace referencia a una específica
función social y jurídica, por lo cual
nada de extraño tiene que se hable de
«na acción legislativa óe la Organiza-
ción Internacional (naturaleza jurídica
de sus decisiones, de su poder regla-
mentario), de una acción típicamente
ejecutiva y administrativa (misión de
gobierno y de administración). Inicial-
mente, la atención se centró en la ac-
tividad administrativa, que era la que
definía e individualizaba a estas Orga-

nizaciones. Últimamente ha adquirido
enorme interés el problema de los ór
ganos representativos, y ello en función
de consideraciones jurídicas, como taro
bien, y en grado superlativo, por exl
gencias políticas. Se trata nada menos
que de combatir el peligro burocrático,
teenócrata, que late en el movimiento
progresivo de estas Organizaciones y, al
mismo tiempo, de afirmar el contacto
de las Organizaciones con el Hombre.
Hablar de órganos representativos im-
plica garantizar la presencia de los Pue-
blos y el Control político sobre la ac-
ción administrativa internacional. Sobre
tal problema :-e centra toda la proble-
mática constitucional del Orden Inter-
nacional. Esta dosis de constituciona-
lismo explica que al tratar la relación
entre administración y órgano represen-
tativo, Zemanek invoque conceptos tan
puramente constitucionales como los de
régimen parlamentario, sistema burgués
de la estricta separación de poderes,
etcétera.

La segunda parte analiza la actividad
convencional ríe las Organizaciones In-
ternacionales. Los últimos estudios so-
bre el «Derecho de los Tratados» han
acentuado la enorme importancia que
tiene esta especial dimensión del pro-
blema. Puede decirse que los rasgos
más salientes del moderno Derecho de
Tratados son: 1) La amplitud de los
sujetos con poder ilfc concertarlos y,
muy especialmente, la aparición de
nuevos titulares como son las Organi-
zaciones internacionales; 2) La simpli-
ficación de formalidades, o transforma-
ción de, las mismas, incluso en cuanto
a su finalidad jurídico-política; 3) La
pluralidad de contenidos, o lo que es
igual a su diversidad de funciones...

Las Organizaciones Internacionales
pueden actuar jurídicamente en tres es-
feras: 1) La propia del Orden jurídico
internacional; 2) La creada internamen-
te, con validez espacial y personal de-
terminada por el número de miembros,
que es lo que viene denominándose
«orden interno de la Organización»;
3) La peculiar interna y estatal de cada
uno de los estados participantes en la
Organización.

Las O r g a n i z a c i o n e s Internacionales
actúan dentro del Derecho internado-
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nal genera! concertando tratados inter-
nacionales que pueden clasificarse en
estos tipos: constitucionales (son los
instrumentos fundacionales y en los que
reposa la existencia misma de la Orga-
nización), institucionales (son los con-
cluidos para hacer posible el cumpli-
miento de las funciones que han motiva-
rlo y justifican el establecimiento de la
Organización), funcionales (loa conclui-
dos por la Organización en la ejecución
y realización de su cometido social).

ha actuación de la Organización In-
ternacional dentro del propio «orden
interno», que ella crea mediante su ac-
tividad constitucional y legislativa, tie-
ne dos dimensiones perfectamente di-
ferenciadas: 1) Régimen de los funcio-
narios internacionales (Zcmanek puede
decirse que examina todos los aspectos
fio la función pública internacional;
2) Relación con las Organizaciones in-
ternacionales privadas (las viejas Aso-
ciaciones internacionales privadas, o las
actuales organizaciones no gubernativas
de la Carta).

La presencia de las Organizaciones
Internacionales en los ordenamientos
jurídicos estatales sirve para plantear
estos problemas, que yo estimo de gran
importancia: 1) Personalidad privada
de las Organizaciones; 2) Amplitud de
su capacidad jurídica; 3) Régimen ju-
risdiccional de las mismaSj y 4) Dere-

cho internacional privado y organiza-
ciones internacionales...

Tal es, a grandes y desconsiderados
rasgos, la materia tratada por Zemanek.
Sólo me queda por decir que acaso sea
la obra más completa, más jurídica de
las que hasta el momento se han escri-
to sobre cuestión de tan trascendental
interés. No es un libro definitivo en
cuanto a sus conclusiones (el autor mis-
mo lo ha declarado y exigido); pero
sí es auténticamente decisivo en cuanto
al punto de partida del que será ahora
necesario arrancar para investigar sobre
el régimen jurídico (le laa Organizado
nes Internaciontles. En próximo estudio
trataré de poner en claro cuáles han sida
las fases más importantes en la evolu-
ción metodológica que el tema de las
Organizaciones Internacionales ha expe-
rimentado. Desde la época en que se
trataba de un mero capítulo de la His-
toria del pensamiento político, tema pro-
pio de historiadores y filósofos, hasta el
presente en que es un problema sus-
tancialmente jurídico, se ha recorrido
un largo trecho, cuyas etapas hay que
diferenciar para evitar confusiones muy
persistentes, especialmente entre nues-
tros medios intelectuales

M. AGUII-AR NAVARRO
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Rerista de Administración Pública.

Revista de Administración Pública. Ór-
gano del «Instituto de Administra-
ción Pública», Sección Mexicana del
I. I C A. Núm. 9, junio-septiem-
bre 1958.

Desde mediados de 1956 viene publi-
cando el «Instituto de Administración Pú-
blica» de México la Revista de Adminis-
tración Pública, a la que nos complace
acoger en estas columnas y dar la bien-
venida como nueva compañera en nues-
tras funciones. En el número que hoy
reseñamos, después de una Crónica de
la Mesa Kedonda del I. I. C. A. del pa-
sado año en Lieja, por el profesor Ga-
bino FKACA, el licenciado Andrés CASO
estudia el Análisis del presupuesto den-
tro de los problemas generales de la Ad-
ministración Pública mexicana. «El éxi-
to o fracaso del administrador público
depende totalmente de los buenos siste-
mas de contabilidad y control que le
permitan tener una información del día
del ejercicio»; pero esta información
tropieza con serias dificultades, dados:
la escasez de personal especializado; la
imposibilidad de remunerar adecuada-
mente el existente; el desconocimiento
de la estructura y la meránica del presu-
puesto; la rigidez de la «ley de Egre-
sos» y la dificultad de planificación con
que siempre tropieza la economía de un
país en desarrollo. La Secretaría de Co-
municaciones y Obras Públicas, que es
la dependencia administrativa con ma-
yor presupuesto, tiene montado un ser-
vicio administrativo bastante eficaz, con
un deparlamento de Análisis del presu-
puesto y medios mecanizados y automá-
ticos de contabilidad v control. El fun-

i ÍDiianiiento de este servicio sirve para
poner de relieve que, en general, la ad-
ministración mexicana, a pesar de las
últimas mejoras, figura en el numeroso
grupo de administraciones que no alcan-
zan en su actividad una eficiencia satis-
factoria.

Agustín LÓPEZ MUXCUÍA estudia dete-
nidamente el proceso presupuestal mexi-
cano, en un detallado análisis de su fun-
damento constitucional, en estructura, el
funcionamiento de la Comisión de In-
versiones y el proceso de formación del
presupuesto desde su envío al Congreso
hasta su aprobación, asi como de la le-
gislación que lo regula. El trabajo es
sumamente ilustrativo para todo aquél
que desee conocer el sistema legal de
las finanzas mexicanas.

De los demás artículos, destaca el exa-
men que hace César A. IZAGUIRRI-: del
Tribunal de Arbitraje mexicano encarga-
do de resolver los conflictos laborales
de los Trabajadores al Servicio de los
Poderes, de la Unión—órganos federales.

En conjunto, la revista eslá excelente-
mente presentada, y su impresión y lec-
tura son muy gratas, por lo que felicita-
mos a quienes participan en su realiza-
ción.

M. P. O.

Nuova Rassegna di Legislozione,
Dottrine e Giurisprudenia.

Año XV, núm. 1. Florencia, enero Í959.

TEMPESTA, Adalberto : 11 nuovo Códice
della slrada.

Es este el cuarto de una serie de ar-
tículos, que viene publicando dicha Rc-
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vista, y en el que concretamente =e co-
mentan las modificaciones previstas para
algunos artículos del nuevo Código de
la Circulación, cuya entrada en vigor se
fijó para él 29 de enero de 1959.

En general, puede señalarse un mayor
rigor en la aplicación de sanciones por
el incumplimiento de las norma» de cir-
culación por carretera, estableciendo los
límites de seguridad, una mayor dura-
ción de las patentes y estableciendo los
límites de velocidad máxima, según los
lugares y el astado de la carretera. Es
iiitctesaute señalar las medidas adoptadas
un el nuevo Código que comentamos en
!<? referente al nuevo sistema de control
de velocidad, áe previ' la creación de
patrullas especiales de dos miembros
dentro del cuerpo de policía de carrete-
ras, que tomarán corno base un tramo de
carretera y con aparatos especializados
podrán comprobar la velocidad de los ve-
hículos que excedan del límite de velo-
cidad fijado en la oportuna señalización.
También se prevén equipos especiales de
patrullas de vigilancia para regular el
exceso de circulación por carretera en los
días feriados, con lo que según decla-
raciones del Ministro de Obras Públicas
y Transportes se ha logrado rebajar los
índices de accidentes mortales, habida
cuenta del aumento proporcional de ve-
hículos en el último año.

El señor TECNI, Ministro de Obras Pú-
blicas y Transportes, en unas interesantes
declaraciones que la revista recoge y que
comenta Attilio MANITTO, señala las lí-
neas principales del nuevo Código que
resumiremos así. Consta el Código de
Circulación por carretera de diez títulos,
distribuidos en artículos. El primero se
ocupa de la denominación y clasificación
de las carreteras, llevando a cabo una
distribución de competencias en materia
territorial y administrativa. El titulo se-
gundo se ocupa de la señalización en
general que ha sido puesta de acuerdo
con las normas internacionales y los
Acuerdos de- este tipo en la materia. El
tercero regula los tipos y características
de los vehículos de tracción mecánica;
y en el cuarto los de tracción animal y
bicicletas afrontando, de manera defini-
tiva, el problema de su debida señaliza-
ción. Los tres títulos siguientes se dedi-
can a regular lo referente al equipamien-

to de los vehículos de motor y las pa-
tentes de guía y conducción. Ll titulo
octavo contempla la regulación detallada
de las normas de circulación en su ca-
rácter más específico. Por fin el título
nono se ocupa de las sanciones y actua-
ción de la policía de carreteras en esta
materia, y el décimo lo hace de las
disposiciones finales y especiales. A su
vez el ministro TECNI puso en evidencia
la abolición del reglamento de circula-
ción urbana, y nió cuenta de la elabora-
ción de un reglamento nuevo para poner
sus normas en concordancia con la nueva
ley. Señalemos, por último, otra novedad
interesante: la revisión de los permisos
de conducción; se establece esta revisión
ruda diez años hasta los 50 años de edad
del usuario conductor, cada 15 años de
Io6 50 a los 60 .'ños y, por último, de los
60 en adelante se establece una revisión
más detallada que comporta exámenes de
tipo médico y psicológico del portador
del permiso de conducción. En general,
se fomenta las normas que establecen
una mejor «convivencia» en la carretera
y que tratan de evitar el gran número
de accidentes que de hecho se vienen
produciendo en Italia, país que ocupa
el quinto lugar entre los países europeos
en las estadísticas de accidentes de carre-
tera

A. de JUAN

Die Oftentliche Verwoltung (Zeitschrifr
für Verwoltungsrecht und Verwoltung»-

politik)

Año XII. núni. 1, enero de 1959.

GuH.UEAUME, Em¡l : Reform des Regie-
rungsxtiles (Reforma del estilo de Go-
bierno). Págs. 8 y sigs.

Ji'nto a los poderes legislativo, ejecu-
tivo y judicial, el Gobierno (Regierung)
se presenta en Alemania como un cuar-
to elemento configurador de la noción
última de la Administración. Se entien-
de por Gobierno, según la doctrina ale-
mana clásica, la alta dirección, el im-
pulso motor de la actividad políticn-nd-
ministrativa que tiende a conseguir el
bienestar general. Influye el Gobierno-
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sobre toda?- las ramas de la actividad
material del Estado y conserva en sí
mismo u n a i aturaleza esencialmente
idea!.

Por otra parte, no cabe desconocer
esta realidad, el estilo de vida de cada
pueblo, la configuración total de su cul-
tura y las características de sus distin-
tas fases políticas, jurídicas, etc., condi-
cionan en todo momento la conducta
administrativa.

Una reforma del estilo de Gobierno
no puede ser parcial, asumida de abajo
hacia arriba, sino todo lo contrario, para'
lograr algún resultado positivo. En Ale-
mania ¿qué inconvenientes se opondrían
a una reforma de carácter general, de
otro lado muy necesaria? El principal
obstáculo en este sentido, a juicio de
GUILI.EAUME, es ¡a radical separación que
media entre la formación política y la
formación administrativa de los encar-
gados, potencialmente, de semejante re-
forma. Por la jeparación radical entre
administración y política ocurre que los
políticos carecen de experiencia admi-
nistrativa. Aquella separación es la cau-
sante, además, de que exista una buro-
cracia sin ideas propias (considerando el
problema desde la perspectiva opuesta).

Una reforma del estilo de Gobierno
no puede ser únicamente el resultado
de una actividad política. Predominan,
frecuentemente, en ella los móviles pri-
vados, los intereses particulares. Se des-
conoce, sin embargo, el juego del inte-
rés general, al cual sólo es posible lle-
gar tras de un conocimiento objetivo
(Sachkennlnis) de la realidad. Esta re-
forma, caso de emprenderse, no puede
estar fundamentada en el actual dere-
cho constituido, dada la falta de base
suficiente. De la Constitución (y ante la
amplitud de alguno de sus preceptos,
como el 28—a cuyo tenor el orden cons-
titucional ha de moverse dentro de los
principios de un Estado democrático, re-
publicado y social—y el 30— según el
cual los Lünder son libres para formar
su propia organización ejecutiva) no
pueden deducirse reglas de ningún sig-
no, positivo o negativo. Se deriva de
aquí, y no es este un dato desprecia-
ble, la dificultad de la empresa. La re-
forma que se pretende no debe enca-
minarse, consiguientemente, ni a los

principios constitucionales ni a las rea-
lidades de la Federación o de los Liin-
der, respectivamente, s i n o exclusiva-
mente al estilo del Gobierno.

Toda la tesis del autor de este ensayo
se cifra en la necesidad de pasar de la
situación actual (base política del Go-
bierno que le confiere un peculiar es-
tilo) a otra más deseable basada en el
conocimiento objetivo de la realidad
(sostén administrativo que determinaría
un estilo de gobierno diverso). El sis-
tema seguido actualmente para elegir
los miembro* del Gabinete por el Can-
ciller es un acto más político que admi-
nistrativo. Acto político que determina
un reparto también político de las com-
petencias, impidiendo la racionalización
deseable y provocando un desgaste exa-
gerado, e innecesario, de energías y de
medios materiales.

Las dos soluciones alternativas que
cabe proponer j--ara salir del actual es-
tado de cosas ;-on las siguientes: o in-
tegrar debidamente la política y la ad-
ministración en el total de la actividad
del Estado o, ni segundo lugar, resol-
ver los problemas administrativos polí-
ticamente, como viene ocurriendo en el
presente, siempre que sean observados
dos requisitos: que el Sachkenntnis sus-
tituya a las miras particulares y que se
amplíe la esfera propiamente política
hasta hacerla coincidir con el interés,
general.

Luis Enrique DF. LA VILLA

Año XII. mini. 5, marzo de 1959.

WV.GERT. Karl-IIoinz : Die Zusiche-
rutig einer Erncnnung oder Befór-
dcning mi Beamtcnrecht (La prome-
sa de nombramiento o de ascenso en
el derecho de funcionarios). Págs. 170

Comienza afirmando WIGCEKT, conse-
jero del Tribunal administrativo, que se-
gún las leyes de funcionarios de la Fe-
deración y de los Liinder, no cabe ha-
blar de un derecho de los ciudadanos-
para ser nombrados (en orden al cum-
plimiento de una función determinada)
o para -er ascendidos. Esta afirmación
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es el principio general. ¿Qué valor, sin
embargo, hay que reconocer a la pro-
mesa, por parte del Estado, de un nom-
bramiento p de un ascenso? El artículo
de WICCERT se encamina, únicamente,
a señalar la intensidad vinculatoria de
aquélla.

La promesa emanada del Estado, con
arreglo a todas las exigencias materiales
y formales, obliga al Estado. El problema
se sitúa, entonces, en cuales deban ser
estas condiciones o requisitos imprescin-
dibles para la validez misma de aquella.

En primer lugar se requiere que la
promesa emane de alguien legitimado
para hacerla (nemo dat quod non ha-
bet). La renuncia por parte del favore-
cido elimina (aun cuando se trata de un
problema muy discutido doctrinalmen-
le) el poder vinculatorio de la prome-
sa. Esta, ya en un plano formal, debe
haber sido realizada por escrito: las
simplemente orales son de valor vincu-
latorio dudoso. Algunos autores opinan,
y tal parece ser el criterio de WICCERT,
que la no inserción de la promesa en
los boletines de carácter oficial deter-
mina su nulidad.

Contra los efectos posteriores que de
la promesa, y He su valor vinculatorio
pueden derivarse, se sitúa, en un plano
normal, el llamado periodo de prueba
(que juega en la práctica como condi-
ción resolutoria) o, extraordinariamen-
te, la revocación (generalmente por frau-
de o violencia) y cabiendo en este úl-
timo supuesto los recursos pertinentes,
a sustanciar ante los tribunales adminis-
trativos.

Luis Enrique DE LA VILLA

Año XII, núm. 6, marzo de 1959.

ERWIN' NOACK, Erich : Ralionalisie-
rungsmoglichkeiten tro verivaltung-
sgerichtlichen Verfahrcn (Posibilida-
des de racionalizar el procedimiento
jurídico administrativo). Págs. 210
y s¡gs.

La racionalización entra progresiva-
mente en todos los campos y sus méto-
dos encuentran aplicación en las diver-
sas instituciones de cada uno de aqué-

llos. Erwin IVOACK. pretende aplicar es-
tas actividades al sector del procedimien-
to administrativo, tesis que puede man-
tenerse, debidamente ampliada, p a r a
cualquier aspecto procesal. No se trata
tanto, al menos esto deducimos de la
lectura de su trabajo, de aligerar o sua-
vizar el fondo mismo de la realidad
constituida (aspecto propiamente admi-
nistrativo, en este caso concreto) como
de eliminar, o modificar cuando menos,
alguna de sus formas (aspecto puramen-
te procedimental). Divide el autor su
estudio en cuatro breves apartados:

1. La racionalización como medio de.
aligerar la resolución de supuestos.—
Estadística y prácticamente está demos-
trado que, debido al aluvión de casos
ante el Tribunal administrativo, éste no
puede inclinarse sobre todos ellos den-
tro del plazo o término fijado. Para
ERWIN", la solución ideal sería redactar
una ley que facultara a los jueces para
simplificar el procedimiento a seguir y
poder, de este modo, repartir su tiem-
po de manera que se lograra una ma-
yor flexibilidad. Los procedimientos se-
puidos en el presente, con frecuencia,
>on anacrónicos y no responden a la.s
actuales exigencias vitales.

2. Supresión, en determinadas ocasio-
nes, del proceso oral.—Y ello cuando
se resuelva sin entrar en el fondo del
asunto (Vorbescheid). o bien se resuel-
va conocido aquél (por Bescheid o por
Urteil). Las comparecencias que tienen
por objeto eliminar el proceso (conci-
liación), podrían ser perfectamente su-
primidas, pues no compensa, numérica-
mente, el reducido porcentaje de pro-
cesos que se eliminan con el tiempo per-
dido en la generalidad de los que no
se interrumpen por el intento de con-
ciliación.

3. Forma adecuada de la sentencia.—
La sentencia debe contener el menor nú-
mero de palabras posible que permita
el perfecto conocimiento de su conteni-
do. Los considerandos y los resultandos
deben ser breves y terminantes. El juez
nunca debe, como ocurre muy frecuen-
temente, servirse de la sentencia como
vehículo para expresar una opinión, si-
no para resolver, en concreto, sobre un
supuesto de hecho.

4. Requisitos personales y objetivos
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de la racionalización.—A los primeros
corresponde, sobre todo, la formación
adecuada de las personas encargadas de
juzgar y su personalidad misma: no
sólo de¡>en ser juristas, sino hombres
con sentido práctico, con talento admi-
nistrativo indiscutible. Entre los medios
materiales destaca el autor de este pe-
queño trabajo la biblioteca debidamen-
te organizada, los adelantos eléctricos y
mecánicos precisos, etc.

Luis Enrique DE LA VILLA

Año XII, núm. 7, abril de 1959.

1-XTKE, Paul : Die überjührung des
Wohutingsbeslandes in die soziale
Marktwirischaft; WANDERSLKB, Her-
mann : Die Gesetzgesungsbefugnis
des fíundes auf deni Gebiete des Bau-,
Wohnungs- und Siedlungswesens ;
FEY, Walter : Leistung und Aufviand
im W ohnungsbau de Y Bundesrepublik
Deutschland; WINKEIJHAN, Alfred :
h'ragen aus den Ent-ivürfen eines
Butidesbaugesetzes; WER.VER SCH-
WENDER, Heinz : Das Zweile Woh-
nungsbau gesetz in der Praxis.

Algunos de los cuadernos de la revis-
ta alemana Die Offentliche Vertvaltung
están dedicados a un tema concreto.
Este es el caso del presente,número sie-
te, correspondiente al mes de abril del
año en curso. El tema general tratado es
el siguiente: Wohnungsbau und Woih-
nungswesen in der Bundesrepublik Deut-
schland (Construcción y administración
de viviendas -n la República Federal
Alemana).

En todos—o vi menos en la mayoría—
los países del mundo es un problema
difícil el de la vivienda. Los italianos
se han enfrentado abierta y valientemen-
te con él, y es raro consultar cualquier
revista de carácter administrativo, u or-
ganizativo, sin tropezar con algún escri-
to sobre el tema de la construcción en
general. Nada digamos de las dimen-
siones que el susodicho problema ad-
quirió en nuestra Patria, justificante de
la creación de un Ministerio particular
para el ramo, a ejemplo de otros mu-
chos países. En Alemania, a la proble-

mática general podría sumarse, para in-
crementarla, el desbarajuste provocado
por la guerra y por sus desastrosos re-
sultados en el terreno de la construc-
ción. No es preciso enumerar una por
una las ciudades que al finalizar la se-
gunda conflagración mundial quedaron
totalmente machacadas. El número de
personas sin casa era astronómico. El
Estado, ante esta realidad, hubo de se-
guir una política de centralización ri-
gurosa, política que se pretende variar
en los momentos actuales (hay un pro-
yecto de ley que probablemente se apro-
bará uno de estos días) y que ha mo-
tivado la dedicación del presente nú-
mero de la Revista de Administración
Pública a este tema concreto de la cons-
trucción de la vivienda.

Como hemos consignado en el enca-
bezamiento, cinco son los trabajos que
contiene el número siete de esta publi-
cación de Administración Pública.

LÜCKE, Ministro de la Vivienda, es-
cribe sobre la necesidad de trasladar to-
da la política económica de las vivien-
das al mercado libre de precios. En
este mismo sentido hay que recordar
una declaración de ADENAUER de 29 de
octubre de 1957. No cabe olvidar, sin
embargo, que un cambio tal en la po-
lítica, restringiendo o suprimiendo el
fuerte control del Estado actualmente
vigente, podría provocar un alza en los
alquileres, con lo cual se perjudicaría
a una gran masa de los ciudadanos (tal
es la razón de que el proyecto de ley a
que antes aludíamos se esté discutiendo
fuertemente y tenga en contra la opi-
nión pública, <omo se reflejaba en un
artículo aparecido días pasados en el
Frankfurter Allgemeine). Se recomienda
por LCCKE, corno medio de evitar tales
dificultades, el que la cesación del con-
trol ejercido por el Estado sea paulatina
y que se fomente la creación de vivien-
dasN baratas, dentro del programa gene-
ral de la economía libre de mercado.

WANDKRSLER trata de la competencia
de la Federación para legislar en mate-
ria de construcción, viviendas y ensan-
ches urbanos sin ninguna restricción y
con carácter general. Según los princi-
pios contenidos por la Constitución ale-
mana vigente, la Federación puede le-
gislar para so sola esfera (facultando en
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este caso a los JMnder para que lo ha-
gan en la propia, como ocurre, por ejem-
plo, en materia de representación de
personal, Persanálvertretung), para to-
das con carácter obligatorio (jus cogms)
o para todas con carácter concurrente
l.caso de la política de construcción), es
decir, que en A caso de emanar una
norma federal obliga con carácter ge-
neral, pudicndo, en defecto de aquélla,
los Liinder, proceder a una normación
particular en su esfera respectiva.

Se ocupa FE Y de las prestaciones y
de los gastos jue ha llevado a cabo la
República Federal con ocasión de su
política de construcción y de vivienda.
El problema que se planteó al finalizar
la segunda guerra, cu la parte occiden-
tal de Alemania, se vio empeorado por
la nube, verdadero alud de fugitivos y
refugiados de !a parte oriental, por la
escasez de materias primas y por la
desorganización de la mano de obra. A
partir de la reforma monetaria de 1948
se comienza una política segura, que
llega basta 1957: se trataba, en primer
lugar, de construir las viviendas necesa-
rias y solamente en un segundo esta-
dio, posterior cronológicamente, de me-
jorar la calidad de las mismas. De la
financiación el Estado asumía buena
parte de ella. Numéricamente, de los
doce mil millones y medio de marcos
que en 1958 se dedicaron a la construc-
ción, la mitad aproximadamente era di-
nero público.

Del proyecto de ley a que nos heñios
referido trata <-l consejero gubernamen-
tal, Alfred WIXKELMAXN. Con la ley que
próximamente entrará en vigor se tien-
de a evitar la expropiación forzosa de
tierras para construir en ellas (lo que
determinaba una indemnización, recono-
cida eonstitucionalmente por el artícu-
lo 14, número 3 de la vigente constitu-
ción alemana) y se pretende forzar a
los propietarios a que sean ellos los que
edifiquen en las mismas: es la política
que se ha denominado de fijación de
contenido (Inhnltsheatimmung). La in-
demnización correspondiente, en este
caso, a los obligados por el poder pú-
blico, no sería ya por expropiación, sino
por perjuicio causado, al realizar un
acto en ocasiones contrario a su volun-
tar! y. normalmente, de mínimo inleréj

económico.' El procedimiento que se si-
gue por la nueva ley es unitario con
tendencia a uniformar los regímenes de
los l.ander con el federal propiamente
dicho

Por último, SCHWKNPKR estudia la ley
que se aprobó hace dos años y medio y
que supuso una reforma inicial de la
situación que basta entonces, y desde
el final de la ;:uerra, se había venido
siguiendo. I.a novedad primordial de
aquella norma (la llamada Wohnungsbau-
und t'amilienhvimgesetz) era la de las es-
calas de ayuda estatal a la construcción.

luis Enrique DI-, LA VILLA

Lo Revue Adminisrrarive

Xúm. 67. enero-febrero 1959.

G.AUDEMKT, P. \f. : Le slalut des fonc-
tionnaires internationaux en Droit
interne. Pñgs. 5-11.

El desarrollo vertiginoso de los orga-
nismos internacionales en estos últimos
tiempos plantea problemas delicados en
cuanto al estatuto de sus funcionarios
en relación con los estados interesados.
E> una cuestión situada en los confines
del derecho internacional y el interno,
y que como todo asunto de deslinde,
corre el peligro de quedar poco estu-
diada y peor tratada si no se enfoca des-
de un punto de vista unitario. De aquí
que la doctrina venga prestando última-
mente un interés creciente al funciona-
riado internacional—en este último ar-
tículo se menciona la aparición inmedia-
11 de un libro, La fonction publique in-
ternationale, obra en colaboración de uno
de los máximos especialistas en la ma-
teria, el profesor LANCROD.

En este excelente estudio del bien co-
nocido profesor GAUDEMF.T, se señala que
las analogías mayores del funcionario
internacional no se encuentran, como pa-
rece a primera vista, con los agentes di-
plomáticos, sino con los eclesiásticos, so-
metidos a una dualidad de regulaciones
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jurídicas: para los últimos, el derecho
•canónico y el derecho interno; para los
primeros, este ultimo y además el regla-
mento de organización inferior, y a ve-
ces un tercero: el del pais en que se
desarrollan sus funciones. En cambio los
funcionarios diplomáticos están regulados
tan sólo por sus ius sanguinis y la cos-
tumbre internacional. El problema base,
por lo tanto, es el de la adecuación del
ordenamiento jurídico interno y el es-
tatuto de los organismos internacionales.
No basta el reconocimiento de ciertas
ventajas y privilegios, fiscales, moneta-
rios o de otra íi.dole. Hay además que
poner al servicio del funcionario inter-
nacional la actividad del Estado donde
se encuentre, para las prestaciones o coer-
ciones que le sean precisas e.n el des-
empeño de su i unción. Tanto es así, que
no es fundamental para la misión, ni
siquiera conveniente para el prestigio
del funcionario y de la administración
internacional, que el número de aquellos
privilegios sea grande y sólidamente ga-
rantizado. Incluso ciertas exenciones—de
servicio militar, de contribución sobre
la renta, de aduanas, de cambio de mo-
neda, etc.—puedan incluso carecer de
reglamentación expresa, viniéndose por
los usos internacionales en la materia.
En realidad, para el Estado que no al-
berga a una institución irternacional, la
única norma que ha de adoptar en la
materia es la promulgada recientemen-
te entre nosotros, respecto de la situa-
ción de los funcionarios propios que pa-
ssn del servicio de un ente internacio-
nal Cuando el Estado tenga en su te-
rritorio la sede de uno de estos organis-
mos, entonces la regulación interna del
estatuto de los funcionarios deberá ser
más compleja, reflejando en particular
la inmunidad de jurisdición, la exen-
ción de normas inmigratorias restricti-
vas, y a su vez establecer determinadas
obligaciones fuera de las habituales a
los residentes extranjeros: en efecto, no
hay que olvidar que el funcionario in-
ternacional es un publie servant, cuya
actuación está en función de sus servi-
cios ; es lógico que todo abuso frau- ,
dulento de sus privilegios, por ejem-
plo, sea sancionado en su caso con ma-
yor severidad, incluso mediante normas
generales especiales.

LANGROD, fi. : La codijicatioii dé los
procédure adininixtrative non conicn-
tiense en Espagne. Págs. 74-86.

La Ley de Procedimiento Administrati-
vo última ha tenido en el extranjero una
gran repercusión, como corresponde a su
perfección' técnica y su novedad. El pro-
fesor LANCROD hace en el último número
de la Revue Adminislrative un extenso
y minucioso estudio-comentario, que no
vamos a su vez a examinar o criticar
aquí, por cuanto ello sería indirectamen-
te, una reseña del texto legal; pero es
grato ver el interés suscitado por la ac-
tual reforma administrativa española, má-
xime cuando va acompañado de los elo-
gios de una personalidad tan eminente
como la de este caso. El autor reconoce
la preeminencia temporal de nuestra
Ley de Bases del 89, reivindicada por
GARHIDO FALLA1 en su Tratado y alude a
«esí importante centro de investigación
que es el madrileño Instituto de Es-
tudios Político»» en referencia que agra-
decemos.

M. P. O.

Public Administration

Volumen XXXVII. Primavera 19S9.

.MKV.VF.LI-. Dame Alix : Lo catión of In-
duslry. Págs. 9 a 29.

La política inglesa de alojamiento in-
dustria! puede dividirse en cuatro cla-
pas diferentes. La primera de ellas, en-
tre 1934 a 1939, tenía como finalidad
principal el proveer de puestos de tra-
bajo a las zonas del país más amenazadas
por el paro obrero. Durante la última
guerrü mundial se llevó a cabo una eta-
pa excepcional con fines económicos y
sobre todo estratégicos, de establecimien-
tos industriales provisionales repartidos
por todo el país. Sin embargo ya en
1939 la Comisión BARLOW había sentado
las bases de lo que había de constituir
la política industrial en su tercera eta-
pa, hasta 1948, medi¡>"ie el fomento de
la industria de las Development Arfas y
su restricción en los grandes núcleos ur-
banos, en especial la región londinense.
La última etapa comienza efectivamente
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en 1948, al añadirse a la solución de es-
tos dos problemas la finalidad más ge-
neral de la política de redistribución in-
dustrial, repartiéndola con arreglo a un
plan nacional.

El presente estudio de la señora MEY-
MELL, alto funcionario del Board of Tra-
de hasta muy recientemente, estudia cada
uno de estos cuatro períodos. El informe
del Comité BARI.OVV nombrado para es-
tudiar «los inconvenientes que derivan
de la concentración de industrias y obre-
ros eiv las grandes ciudades o en deter-
minadas zonas del país, y las medidas
que deberían adoptarse para remediar-
las», constituye hoy en día el auténtico
texto constitucional en la materia, des-
arrollado por la famosa Town and Coun-
try Planning Act de 1947, una de las
normas más progresivas en el derecho
comparado.

NOTTAGE, Raymond : The post office: a
pioneer of big bussiness. Págs. 55-64.

Desde 1885 el Postmasler General, algo
más que jefe de loa Servicios de Co-
rreos por cuanto tiene categoría de miem-
bro del Gabinete, redactó anualmente
una Memoria relativa a la marcha y
desarrollo del Servicio; estos Informes
cesaron ev \Vlt> pero su Colección cons-
tituye un documento único del creci-
miento prodigioso del más importante
de los Servicios Públicos. Los progresos
técnicos, impresionantes para la época,
hacen a veces sonreír—por ejemplo cuan-
do se habla en 1893 de las experiencias
de «comunicar telegráficamente entre la
Isla de Fiat Hol y el continente sin ins-
talar un cable en el trayecto de tres
millas existente», o cuando el Informe de
1898 señala que «es ventajoso para el
Servicio de Correos, el uso de. camio-
netas, movidas bien por electricidad, ga-
solina o vapor». Pero es más interesan-
te la atención que desde aquellos mo-
mentos se ha venido prestando a las «Re-
laciones humanas» hoy tan en boga, con
el fomento de las iniciativas particulares,
la publicación de folletos informativos
y una atención continuada por los pro-
blemas de personal, que ha recibido en
todo momento unos cuidados ejemplares,
justificándose ají el título de pionero
que le da el autor del artículo.

BLONDEL. Jean : Local Government and
the local Offices of Ministries in a
French Département. Págs. 65-74.

La creación de delegados locales del
poder central, legalmente dependientes
de los Prefectos pero de hecho totalmen-
te autónomos, ha minado considerable-
mente el poder y las prerrogativas de
aquellas autoridades. La lucha continúa
a pesar de la reforma de 1953, encamina-
da a fortalecer la institución prefec-
toral. En este estudio se investiga la
situación real en un departamento fran-
cés medio y las posibilidades de mejora.

M. P. 0.

Enero-febrero 1S59. núm. 1.

LEMASURIKR. Jeanne : La preuve cions
le dctournenient de pouvoir- Páginas
36-66.

«iN'o hay en Derecho poder discrecio-
nal en beneficio de la Administración,
pero debido a la insuficiencia del sis-
tema de prueba en el procedimiento del
Consejo de Estado, de hecho se le con-
fiere esta potestad discrecional.» Esta
afirmación doctrinal del profesor LAVAU
tiene un decidido interés cuando se afir-
ma la existencia de un procedimiento
administrativo autónomo e independien-
te del procedimiento civil.

E? evidente .'a importancia que en el
ámbito del Derecho civil tiene la prue-
ba, importancia que se acrecenta si se
compara con el valor y la extensión que
la prueba misma tiene en el ámbito del
Derecho administrativo. La prueba, ha
afirmado IHF.RINC, es «el rescate de los
derechos», y añade. PLAMOL: «La prue-
ba vivifica el Derecho.» La prueba con-
siderada en sí misma, no es menos im-
portante en Derecho público que en De-
recho privado, pero ocurre que mien-
tras en el Derecho privado, fundamen-
talmente en el campo de acción del De-
recho civil, la prueba se encuentra re-
gulada y encajada dentro de un com-
pleto sistema y «régimen de prueba»,
rigurosamente reglamentado y jerarqui-
zado a través Je los artículos 1.315 a
1.369 del Código Civil, el Derecho ad-
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ministrativo no contiene acerca de este
delicado problema más que algunos tex-
tos dispersos.

No hay en Derecho administrativo un
verdadero régimen de prueba, y la ad-
ministración- de la prueba es variable
según las distintas jurisdicciones espe-
ciales y frecuentemente se halla desor-
ganizada. Es asi como los medios de
prueba son distintos según que nos en-
contremos en presencia de tribunales ad-
ministrativos de ciertas jurisdicciones es-
peciales o del Consejo de Estado.

El desarrollo de la prueba y su apre-
ciación se abandona al poder discrecio-
nal del juez, y se encuentra asi, enmar-
cada dentro del sistema de la prueba
moral o de la intima convicción del
juez. Aunque A Consejo de Estado tie-
ne la facultad de regular esta materia
de las pruebas, nunca ha dictado nor-
mas a este respecto y ello priva a los
administrados de una garantía muy im-
portante. Esta reserva del Consejo de
Estado se explica, entre otras, por la
siguiente consideración: la desigualdad
de las partes litigantes en el caso del
Derecho administrativo, ya que estos in-
tereses en litigio son siempre desigua-
les, a diferencia de lo que ocurre en el
Derecho privado. De ahí que el juez
haya rehusado dictar medidas de ins-
trucción y práctica de pruebas, que po-
drían venir a perturbar la vida admi-
nistrativa. Este problema de la caren-
cia de un auténtico sistema de pruebas
se agudiza en lo que hace referencia a
la prueba en el caso de la desviación de
poder, materia de que se ocupa el ar-
tículo reseñado.

Se ha llegado a afirmar que el punto
principal dentro de la teoría general de
la desviación de poder es precisamente
el de la prueba. Hoy día, una jurispru-
dencia audaz y evolucionada ha venido
a dar nueva actualidad a esta delicada
cuestión. Asi lo atestiguan sentencias re-
cientes que denotan uña actitud más li-
beral del juez en la apreciación de la
prueba en los recursos interpuestos con-
tra actos administrativos en los que se
produjo la desviación de poder. Esta
dificultad tradicional que se observa en
la apreciación y el valor de la prueba
tiene una doble justificación; de un la-
do, que ningún texto se ha ocupado ja-

más de precisar esta noción flexible y
cambiante en su mayor parte desarrolla-
da por la jurisprudencia; y en segundo
lugar debido a la naturaleza misma de
la desviación de poder que se sitúa no
en el dominio concreto de los hechos,
sino, en el más rbstracto de los móviles,
las intenciones y los fines.

Tras un breve esquema del desarrollo
histórico y doctrinal de la prueba en la
desviación de poder, la autora se ocupa
de la distinción básica en este punto, del
fin, en vista del cual, la Administración
ha actuado y el motivo que ha determi-
nado su acto administrativo. La desvia-
ción de poder se sitúa en el fin del
acto. La ilegalidad, en cuanto a los moti-
vos puede ser material o legal. Esta ile-
galidad se distingue-de la desviación de
poder porque del hecho de que el acto
sea inmotivado no hay que deducir ne-
cesariamente que exista desviación de
poder. En efecto, a falta de motivación,
el acto puede quedar sin su fin, pero su
autor puede, en defecto de fin legal,
querer y perseguir un fin ilegal y come-
ter así la desviación de poder.

Para probar la desviación de poder el
juez deberá buscar, en primer lugar, el
móvil que ha inspirado a quien dictó el
arto, el resultado que éste se proponía
y luego confrontarlo con el fin querido
por el legislador, con el espíritu de la
ley y los fines de interés general que se
imponen a la Administración. La prueba,
por tanto, ha de resultar de una convic-
ción plena del juez y no, de una mera
constatación. El juez tomará en cuenta
una multiplicidad de factores de orden
político, económico y moral, en los cua-
les jugará un importante papel su con-
vicción personal. Pero todo esto entraña
un peligro: Llevar al juez, de un control
de la actividad administrativa pura y
simple, a un control de carácter jerár-
quico. Esto no es más que una conse-
cuencia de los distintos criterios que
guían en su actuación a las jurisdicciones
ordinaria y administrativa. La prueba es
negativa, ya que se trata de probar que
el fin perseguido por la Administración
es contrario al fin legal o al interés ge-
neral. De ahí que ge presente una con-
tradicción paradójica. El objeto de prue-
ba tiene, como señalamos, un carácter
subjetivo, mientras que los medios de
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jirueba tienen una marcada objetividad,
pero estos medios tienen aquí no el ca-
rácter absoluto que poseen en otra ju-
risdicción, sino el carácter relativo que
les imprime el juez en su apreciación.

A este respecto la reforma del con-
tcncioso-adminislrativo francés ha com-
plicado el sistema de la prueba de la
desviación de poder, y en adelante el
litigante deberá lograr la convicción de
dos jueces diferentes, en sus criterios y
fallos, para ver triunfar su recurso en
apelación.

A continuación se estudian dos aspec-
tos fundamentales en la materia de la
prueba.

1. El «actus probandi», el hecho <le
aportar al juez los elementos <Ic prueba
susceptibles de lograr su convicción.

2. Los elementos de prueba en sí, y
la evolución jurisprudencial del Consejo
de Estado en este aspecto.

En la primera sección, se señala el
carácter preponderante del juez en el
reparto de la carga de la prueba. La
regla del de Derecho Civil sufre en la
esfera administrativa tales alteraciones
que parece prácticamente vacía de con-
tenido, y esto por dos razones principa-
les: Por el carácter inquisitivo del pro-
cedimiento administrativo, y que dado
el carácter subjetivo del objeto de la
prueba el demandante no puede probar
«1 daño sin la ayuda de la misma Ad-
ministración.

A su vez aquí se hacen dos apartados.
El primero de ellos estudia las condi-
ciones en que «.1 demandante puede es-
tablecer la prueba de la desviación de
poder. Advirlieíido una posición restric-
tiva por parte del juez a admitirla, y un
cambio de la noción clásica de la des-
viación de poder en los dominios econó-
mico y financiero que es correlativa a la
progresiva transformación del Estada li-
beral en Estado social y planificados

Y en el segundo apartado se analiza
en qué medida el juez transfiere a la
Administración demandada la carga de
la prueba. Se señala la intervención im-
perativa del juez. La excepción en algu-
nos casos de la carga de la prueba, tales
como en los que hacen referencia a co-
rrespondencia diplomática, cues t iones
que atañen a la Defensa Nacional, etc.,
y la diferenciación de estas medidas de

la instrucción de la prueba propiamente
dicha. Caso de no prestar ayuda la Ad-
ministración demandada o de no ser ésta
suficiente, el juez anulará el acto ata-
cado.

Ei la segunda sección se analizan los
medios de prueba admitidos y la evolu-
ción jurisprudencial señalada. El juez no
ejerce un control sobre la moralidad ad-
ministrativa, sólo analiza el acto en sí.
La evolución jurisprudencial 6e concreta
en cuatro etapa» que sucintamente mar-
caremos.

1) La prueba debe resultar de los
términos mismos de la decisión atacada.
Esta actitud restrictiva del Consejo de
Estado conducía prácticamente a no ad-
mitir la desviación de poder más que
dentro de una categoría de actos: las
medidas de policía tomadas en interés
financiero.

2) La prueba puede resultar de to-
das las piezas que integran el expedien-
te. De ahí la importancia de la corres-
pondencia, de las instrucciones de los
superiores jerárquicos en virtud de la:?
cuales la medida fue tomada y el acto
que se recurre fue dictado.

3) La prueba puede resultar de un
«haz de presunciones». Aqui desaparece
el dominio objetivo de los hechos dentro
del campo de las pruebas, ya que toda
presunción supone un elemento subje-
tivo y psicológico de parte de su autor
que elige una interpretación determina-
da entre todas aquellas que pueden darse
de los hechos.

4) La prueba puede resultar de cir-
cunstancias exteriores o extrañas al liti-
gio. Se tienen en cuenta tales hechos para
lograr esa convicción en el juez. Pueden
ser actos anteriores y relacionados con
el acto que se ctac», y aun más hechos
ocurridos hace tiempo, incluso antes, de
la interposición de la demanda.

En una serie de «arrets» que se co-
metan se advierte claramente cuál ha
sido y es la evolución del Consejo de
Estado a este respecto.

Podemos concluir diciendo tras lo
expuesto, que mientras se ven reducidas
las fronteras de la desviación de poder,
ésta ha ganado en eficacia lo que ha
perdido en extensión, gracias precisamen-
te, a la ampliación y concreción juris-
prudencial de los medios de prueba.
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Recogiendo una frase del profesor Wá-
LINE, en la que se señala certeramente
;sa dependencia cada día más estrecha
ie los administrados frente a la Admi-
nistración, a la que han de entregarse y
someterse en cuerpo y alma y en todos
¡us bienes, termina la autora diciendo
:jue se les permita al menos el consuelo
Je saber por qué, permitiéndoles buscar
y probar los de-iignios tan a menudo in-
sondables de esta nueva Providencia.

A. DK JUAN.

Revue du Droit Public et de lo Science
Potitique en France et a l'Etranger

Enero-febrero 1959, núm. I.

BARATIER, Paul: Le contentteux admi-
nislraiif en Orande-Bretagtie. Pági-
nas 67-71.

El Parlamento británico no ha tarda-
do, a propuesta del Gobierno, cu dar
efecto a las conclusiones de la Comi-
sión Oliver Franks. El texlo legal que
la revista resume habla por sí mismo,
y las garantías que concede a los admi-
nistrados (ya que de administrados se
puede hablar al referirse a los ingleses
de nuestro tiempo) son claras y concre-
tas. Esta evolución clara que se viene
observando en el discurrir de la «Admi-
nistración» inglesa, se debe fundamen-
talmente a la autoridad judicial y al po-
der legislativo. Son los jueces los que
protegen los intereses «le los obreros
frente a la potencia sindical, controlan-
do los despidos, por ejemplo, y es el
Parlamento el que trata hoy de some-
ter las decisiones administrativas a la
apreciación de tribunales bien adminis-
trativos, o bien, y en último caso, ju-
diciales.

I.a «Tribunal*! a n d Inquiries Arl,
1958», prevé en su articulado la crea-
ción de un Consejo, denominado Con-
sejo de los Tribunales, el cual está en-
cargado de controlar las instituciones ju-
diciales, tribunales que se señalan con-
cretamente en sus apéndices, y de in-
formar acerca de su constitución y fun-
cionamiento. De estudiar y señalar por
medio de informes los puntos concre-

tos que pueden ser sometidos al Con-
sejo y. por último, estudiar los puntos
pueden serle sometidos como se prevé
más adelante, ¡;sí como aquellos a los
que el Consejo dedique un interés par-
ticular, en lo tocante a los procedimien-
tos administrativos que pueden impli-
car o implican una información legal
efectuado por un ministro en su nom-
bre.

Este Consejo se compone <le quince
miembros como máximo y diez como
mínimo, todos olios son nombrados por
el Lord Canciller y el Secretario dé Es-
tado y uno de sus miembros será de-
signado de la misma forma para presi-
dirlo.

Se regula detenidamente la actuación
de este Tribunal y se establece que, tra-
tándose de instancias ante el Tribunal
Supremo o el Tribunal de apelación, la
facultad de reglamentar el procedimien-:
to implicará el derecho de establecer las
normas que permitan a los citados Tri-
bunales Supremo o de apelación emitir
una decisión que pueda ser dictada por
el Tribunal, o de devolver el asunto,
comunicando las instrucciones de dichos
Tribunales superiores al Tribunal para
que revise el asunto y zanje así la cues-
tión, y en general, dando instrucciones
al Tribunal. También se regula todo un
sistema de justificación de las decisio-
nes y notificaciones realizadas por los
poderes de tipo administrativo.

Kn general es digna de señalar la in-
sistencia con que el texto legal afirma
las prerrogativas de los Tribunales ju-
diciales y las del I.ord Canciller. Ño
obstante las iniciativas hechas por la
Comisión Franks y por los partidarios
de un régimen administrativo, al modo
del Continente, hati sido deliberadamen-

- te descartadas.
A. DE JUAN

The Indion Journal of Political Science

Vol. XIX. Súm. 3. Julio-septiembre,
1958.

AIVAR. S. P. : Mary Parker Follell and
the stitdv oi Public Adntinistration.
Págs. 258-262.

Mary PARKER FOLLETT (1865-1933) y
su obra están cobrando en los últimos
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años una influencia y un prestigio que
contrastan con el olvido en que se les
tuvo anteriormente. La razón de este
«redescubrimiento» no es fortuita. Mary
PinKER se dedicó ilusionadamente al es-
tudio de' los grupos de organización y
el «business nanagemenl» porque en
ello encontraba la vitalidad y el ímpetu
de que carecía la Ciencia Política de
una época; pero nunca hizo de la admi-
nistración, pública o privada, un puro
mecanismo de cuya perfección orgánica
dependiese, en ley inexorable, su efi-
cacia. Compréndese ahora porqué, en
el auge de los estudios tan abundantes
como pueriles, de la estructura adminis-
trativa, del proceso de creación directa
(decisión-making), de los sutiles distin-
gos entre staff y Une, la obra mucho
más amplia y teorizante de la autora que
comentamos fuese un tanto desconocida,
con la excepción de su I\'ew State que
no es, en este aspecto, su obra más sig-
nificativa. Ha sido la decepción causada
por los pobres resultados alcanzados en
última instancia a partir de aquellas téc-
nicas, la que ha motivado el retorno a
las teorías de nuestra autora. En especia]
el proceso de Une, emanador de órdenes
que se tramiten al resto del staff, es de-
masiado simplista e irreal para explicar
el fenómeno de la autoridad, fuera de

su primigenio ámbito militar. Más ft
cunda es la idea que deriva la autorídaí
de la coordinación, y no al revés; qu
niega la existencia de una última rati
imperante, sustituida por «fuentes fócale
de mando» dispersas por toda la orga
nización. Normalmente esas distinta
«fuentes» entrarán en conflicto recípro
co; pero es que tales desavenencias, le
jos de ser perjudiciales para la admi
nistración, son por el contrario—si s<
conducen rectamente—su más poderos<
impulso para el progreso. También aqu
de la discusión sale la luz, lo que con
duce a una revalorización de la adminis
traciún consultiva, frente a la técnici
de staff•and-line que hoy es atacada in
cluso en Norteamérica, por ejemplo, poi
STAIIL. Ejemplo de buena conducciór
de estos conflictos lo son los Comités
WHITLEY que tan fructíferamente vienen
elaborando en Gran Bretaña, y que sor
«vivas plasmaciones de las ideas de Mary
PARKER FOLLETT».

Con lo apuntado—sólo dos de las mu-
chas sugestiones residentes en la obra—
queda puesto de manifiesto el interés
que la obra de esta autora tiene hoy en
día para los estudiosos de la Ciencia
de la Administración.

M. P. O.
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